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ACTA N” 53 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2016 


Correspondiente a la reunión del día 5 de julio de 2017 


(Asiste una delegación del Ministerio de Educación y Cultura) 
SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Pozzi).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 42) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la señora ministra de Educación y Cultura, doctora María Julia 
Muñoz; a la subsecretaria, magíster Edith Moraes; a la directora general de Secretaría, doctora Ana Gabriela 
González Gargano; a la directora de Educación, profesora Rosita Inés Ángelo; al director de Asuntos 
Constitucionales, Legales y Registrales, doctor Pablo Maqueira; al presidente del Servicio Oficial de 
Difusión, Representaciones y Espectáculos (Sodre), señor Doreen Javier Ibarra; a la asesora de la Dirección 
General de Secretaría, contadora Lilián Morales; al director del Departamento Financiero Contable, contador 
Alejandro Lima; al director nacional de Cultura, profesor Sergio Mautone, y al director de IMPO, señor 
Gonzalo Reboledo. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Muy buenos días a los legisladores y a las 
legisladoras presentes en sala. Realmente, siempre es un gusto venir al Parlamento. 


En esta Rendición de Cuentas, el Ministerio de Educación y Cultura tiene pocos artículos, y vamos a 
explicarlos en grupos. 

Un primer grupo lo conforman los artículos 113, 114 y 115, que tienen que ver con la reestructura, habida 
cuenta de que el Ministerio de Educación y Cultura tomó esta responsabilidad en 2015 y todavía quedan 
aspectos muy importantes para desarrollar. 


El artículo 113 tiene que ver con la adecuación de la estructura de remuneraciones y la facilitación de la 
reestructura administrativa. Los tres artículos se refieren a la reestructura en distintas dependencias del 
Ministerio, con cargos financiados por la propia Cartera. Es decir, estos artículos no tienen costo y su 
objetivo es mejorar la estructura y el desarrollo del funcionamiento de las actividades a cargo del Ministerio. 


En el artículo 116 se plantea crear la Dirección de los Centros MEC, también sin costo; el financiamiento está 
a cargo del Ministerio. En este momento, hay 127 Centros MEC, que cumplen actividades muy importantes 
en el desarrollo de la comunidad y trabajan en sintonía, fundamentalmente, con las intendencias y con el 
tercer nivel de gobierno, es decir, las alcaldías, porque la mayoría están localizados en localidades que tienen 
menos de 5.000 habitantes. 


Las actividades de estos Centros MEC están pautadas por las necesidades que plantean los vecinos, con ejes 
fundamentales como, por ejemplo, la capacitación informática de adultos y de adultos mayores, y todo lo que 
tiene que ver con el desarrollo y promoción de actividades culturales en las zonas, en estrecha coordinación 
con la Dirección Nacional de Cultura. 


La tarea de estos Centros MEC implica la firma de contratos artísticos y la posibilidad de pautar, muchas 
veces con vecinos de la comunidad, la realización de actividades, lo cual nos plantea la necesidad de contar 
con un cargo de dirección de los Centros MEC. Por supuesto, al no tener costo, este artículo plantea la 
transferencia de los créditos y de las personas de la Dirección General de Secretaría. Si bien se trata de la 


creación de un cargo "Q", es el mismo que en estos momentos se está desempeñando en la Dirección de los 
Centros MEC. 


El artículo 118 tiene que ver con el aumento para las becas. El Ministerio ha tenido una muy buena 
experiencia con los distintos becarios que trabajan con nosotros. Muchas de estas becas son seleccionadas por 
el Ministerio de Desarrollo Social, y varias corresponden a chicos que provienen del Inisa. El INJU nos 
acerca, a través del Ministerio de Desarrollo Social, a esos jóvenes que pueden estar en la Cartera por un 
plazo máximo de dieciocho meses. Durante este período, adquieren su primera experiencia laboral, y otros 
estudian y trabajan porque están dentro del proyecto "Yo estudio y trabajo". 


Creemos que se trata de una experiencia muy importante, y se podrá advertir que el Ministerio, al igual que 
otras dependencias, ha suprimido vacantes, que no son sustituidas por becarios. Sin embargo, el pasante y el 
becario son piezas muy importantes en la sistematización del trabajo y en la ruta para saber realmente cuál 
sería el personal necesario. 


El artículo 119 es meramente de trámite, por cuanto la Dirección Nacional de Educación del Ministerio de 
Educación y Cultura es la que realiza los trámites que tienen que ver con la habilitación de las escuelas de 
enfermería, cuyos dineros en la actualidad son percibidos por la Dirección General de Secretaría, pero se 
hace el traspaso hacia la Dirección Nacional de Educación, porque son sus funcionarios quienes realizan el 
estudio correspondiente. 


El artículo 120 tiene que ver con el fondo para las actividades teatrales. El Fondo Nacional de Teatro fue 
previsto en una ley, y lo que se pretende con este artículo es visibilizarlo, porque la comisión respectiva está 
integrada por una representante del Ministerio de Educación y Cultura y por representantes del teatro 
independiente de Montevideo y del interior; hay una fuerte impronta de participación del interior del país. El 
dinero que se prevé en este caso es el que percibe el Fondo actualmente, pero queríamos hacerlo visible, 
porque se puede entender -sobre todo los afectos a la actividad teatral- la necesidad de aumentar los rubros. 
Es algo que Cofonte (Comisión del Fondo Nacional de Teatro) siempre plantea y queríamos hacerlo visible. 


El siguiente artículo está promovido por la Dirección Nacional de Cultura, y plantea una manera distinta de 
efectivizar el pago a los jurados. Como se comprenderá, los jurados para los fondos concursables muchas 
veces son personas retiradas de la actividad, jubilados, y el trámite para efectivizar el pago es muy difícil; el 
jurado trabaja y pasa mucho tiempo antes de que cobre. Entendemos que esta redacción permite una mayor 
agilidad en la percepción de los ingresos. 


Además, este artículo se complementa con los dineros necesarios para hacer efectivo el pago, que fueron 
omitidos en el documento que tiene la Comisión. El director general dejará a la Comisión el complemento 
respectivo. El artículo 122 refiere a una reasignación de gastos en la Dirección Nacional de Cultura, para el 
fondo de contratos laborales -ustedes saben que así se maneja la Dirección-, con la intención de satisfacer las 
demandas del departamento y del interior del país. 


El artículo 123 transfiere la Dirección del Cine y el Audiovisual Nacional a la Dirección Nacional de Cultura. 
En realidad, creemos que es muy natural la relación entre la Dirección Nacional de Cultura y la Dirección del 
Cine y el Audiovisual Nacional, que -mientras no se resuelva otra cosa- forma parte de la unidad ejecutora 
que tiene el servicio de radio y televisión del Estado. 


El artículo 124 es para nosotros muy importante porque vincula el Archivo General de la Nación al Centro 
Nacional de Documentación Musical Lauro Ayestarán. Todos los legisladores saben que se trata de un centro 
documental muy importante, un acervo fundamental para la cultura del país y, sobre todo, para la 
investigación de las actividades musicales, concretamente, en lo que tiene que ver con la música popular. Por 
lo tanto, entendemos que debe estar vinculado con el archivo nacional para su protección. 


Actualmente, el Centro tiene una excelente comisión en la que trabajan destacados representantes no solo de 
la música, sino también de la cultura del país. Se trata de personas mayores, que han acordado que pase a la 
órbita del Archivo General de la Nación. Para que eso suceda, es necesario tener una persona que pueda 
vincularse a la disciplina musicológica; eso es lo que planteamos en el artículo 125, para tener una correcta 
preservación de ese archivo. 


Ese archivo, que refiere a la música popular uruguaya de los últimos años, es uno de los tantos que el país 
tiene que preservar. 


Ustedes saben que el Archivo Zitarrosa se está llevando a cabo en el Centro de Investigación, Documentación 
y Difusión de las Artes Escénicas del Teatro Solís, con un aporte muy importante del Ministerio de 
Educación y Cultura, fundamentalmente, para el pago a la FIC (Facultad de Información y Comunicación), a 
fin de que se pueda procesar y mantener como un archivo al que puedan acceder los investigadores 


Esto es lo que pretendemos al vincularlo al Archivo General de la Nación: que tenga prestigio y que la 
música popular uruguaya, desde Lauro Ayestarán hasta la época actual, esté a buen recaudo y en buenas 
condiciones. 


En el artículo 126 se sustituye un artículo del proyecto de ley del año 2006, a efectos de mejorar la 
distribución de cargos del Instituto Clemente Estable. Como ustedes saben, la estructura de cargos de este 
instituto es similar a la de la Universidad de la República, pero no tiene la posibilidad de ingresar nuevos 
investigadores. Quiero señalar que la delegada de la Dirección del Instituto Clemente Estable por parte del 
Ministerio de Educación y Cultura es la subsecretaria, magíster Edith Moraes, que puede dar más 
información sobre este artículo. 


El artículo 127 establece el cambio de denominación de la Dirección de Innovación, Ciencia y Tecnología 
para el Desarrollo por el de Dirección para el Desarrollo de la Ciencia y el Conocimiento. ¿Por qué ese 
cambio? Como los señores legisladores recordarán, hemos debatido, tanto en el Parlamento como en el 
ámbito del Poder Ejecutivo, el lugar que le compete al Ministerio de Educación y Cultura en relación con el 
desarrollo de la ciencia. Como en los próximos días se creará una secretaría del área en el ámbito de la 
Presidencia de la República, entendemos que dentro del Ministerio de Educación y Cultura debería existir 
una dirección que se ocupara del desarrollo de la ciencia y de la motivación de las vocaciones científicas en 
todas las ramas de la enseñanza. 


Desde la Dirección Nacional de Educación del Ministerio, se organizan ferias de ciencia a lo largo y a lo 
ancho de todo el territorio nacional. Pero también es necesario vincular a investigadores jóvenes, para que no 
desistan de su amor por la ciencia y, sobre todo, de hacer de la actividad científica una carrera que brinde al 
país innovación y elementos para el cambio y mejora de su matriz productiva. 


Llegamos a la conclusión de que, a pesar de la existencia del gabinete de innovación, ciencia y tecnología, 
debe existir un ámbito en el que, en íntima relación con la Dirección Nacional de Educación y con la 
Dirección de Cultura, se trabaje en la motivación y en el apoyo a los más jóvenes y a los proyectos más 
pequeños, que no tienen cabida en la ANI ni interrelación con otros institutos. Se trata, además, de trabajar 
para despertar vocaciones científicas a través de las distintas ramas de la enseñanza. Por eso planteamos el 
cambio de denominación. 


Por supuesto, esa dirección que proponemos no tiene costo para el Ministerio. 


El artículo el 128 tiene que ver con el Servicio Oficial de Difusión, Representaciones y Espectáculos. Su 
actual presidente , señor Doreen Ibarra -conocido de la casa-, explicará un error que se ha cometido, en virtud 
del que una cifra correspondiente a inversión está entre los gastos de funcionamiento; me refiero al programa 
"Un instrumento, un niño". 


Como los legisladores saben, la Orquesta Juvenil está llevando a cabo en distintos puntos del país muchas 
actividades que tienen que ver con la promoción y el desarrollo de las vocaciones musicales de nuestros 
niños y niñas. La idea es fortalecer la motivación de los chicos para que participen en la orquesta o en 
actividades musicales que puedan desarrollar en sus departamentos. Ya hay núcleos muy importantes en Río 
Branco y en otras localidades del país; el presidente Doreen Ibarra luego lo podrá desarrollar mejor. 


El monto asignado, de $ 2.000.000, es excesivamente pequeño y no podemos cubrir a la totalidad de los 
chicos, pero nos parece significativo que el Parlamento tenga en cuenta un aspecto tan importante como es el 
desarrollo de este proyecto y, de ser posible, pueda potenciarlo. 


El artículo 130 pretende agilitar las contrataciones que debe hacer el Sodre en ocasiones muy puntuales y 
muy complejas. Por ejemplo, si se enferma un integrante del coro y hay que contratar un sustituto, este 


demora muchísimo en cobrar, aunque haya trabajado solo uno o dos días. Lo que se establece es un 
procedimiento abreviado, con informe favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Se trata de que 
lasta contratación que promovemos no requiera, por la vía de la excepcionalidad, el pronunciamiento de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. 


El artículo 131 refiere a algo que los legisladores del departamento de San José nos han solicitado 
reiteradamente: la enajenación de un inmueble de la Dirección General de Registros. Se trata de un inmueble 
ruinoso, pero que para el departamento de San José y para la su Intendencia tiene un valor muy importante, 
porque está localizado en el centro del departamento. Entonces, la posibilidad de enajenarlo, con la 
autorización de los señores diputados, beneficiaría muchísimo a la ciudad de San José. Los artículos 132 a 
135 tienen que ver con los registros. Si el señor presidente me lo permite, le cedo la palabra al director Pablo 
Maqueira para que explique más sobre cada uno de ellos, sin perjuicio de que cada uno de los directores 
vuelva a referirse a los artículos anteriores de acuerdo a lo que los señores diputados entiendan pertinente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Pozzi).- En ausencia del señor Vicepresidente de la Comisión, corresponde 
designar Presidente ad hoc. Propongo al señor Representante Oscar Groba. 


(Apoyados) 
(Ocupa la Presidencia el señor representante Óscar Groba) 


SEÑOR MAQUEIRA (Pablo).- Los artículos 132 a 135 son una serie de modificaciones de normas al 
funcionamiento de la Dirección General de Registros. Estas modificaciones están enmarcadas en el proyecto 
que hemos denominado DGR digital, inscripto en la agenda 2020 para trámites digitales y on line. Cuando 
este proyecto esté completamente implementado, tanto las solicitudes de información como la inscripción de 
documentos y la devolución de esa información y esos documentos por parte de la Dirección General de 
Registros se va a poder hacer on line en un régimen de 24/7, o sea que no se va a tener que ir al registro, se 
podrá hacer desde cualquier dispositivo móvil y así se recibirá. Además de la comodidad y agilidad para los 
usuarios, este proyecto va a generar una interoperabilidad con otras bases de datos similares, como las que 
manejan DNIC, DGI, las Intendencias, el Sucive, un montón de organismos que manejan base de datos de 
bienes y personas teniendo una centralidad de utilización de bases de datos únicas en la materia en la que 
cada organismo tenga competencias, sirviendo de información para los demás. 


Este es un plan que se realiza por etapas tanto en su desarrollo como en su implementación. La idea de estos 
artículos es procurar el mayor aprovechamiento de este plan en las diferentes etapas en que se va a 
desarrollar. El inciso primero del artículo 132 equipara al ámbito específico del registro la firma digital 
avanzada a las firmas autógrafas previstas en la actual ley de registros: firmas de solicitudes, de documentos; 
se da el mismo valor a la firma electrónica avanzada que a las firmas que sean solicitadas en la ley. El inciso 
segundo faculta a la Dirección General de Registros a ir implementando una especie de régimen de transición 
y de etapas. Hay un literal a) que faculta la puesta en funcionamiento en forma gradual del empleo de la 
firma electrónica avanzada definida en las diferentes etapas. Nosotros esperamos que sobre fin de año 
podamos tener operativa la firma electrónica avanzada para la Dirección General de Registros y sus 
funcionarios. Esto va a permitir que las solicitudes de información se puedan hacer vía digital. Además, se 
está trabajando -esto también tiene que ver con la reglamentación que pueda proporcionar la Suprema Corte 
de Justicia- para seguir avanzando en la firma electrónica avanzada notarial, que será una etapa posterior. El 
literal de este inciso faculta a la DGR a reglamentar a medida que se va avanzando en las etapas. 


El segundo literal de este párrafo faculta a reglamentar en la implementación de la minuta electrónica. 
Cuando el sistema informático lo permita, no será necesario llevar la minuta en papel, lo que va a eliminar el 
volcado. Hoy se lleva la minuta en papel y existe, por seguridad, un doble volcado de los datos. Cuando esto 
ocurra -estimamos que será en el correr del año que viene-, la minuta la va a llenar el usuario pero en forma 
digital. No va a ser necesario que los funcionarios estén digitando, lo que va a disminuir los errores en el 
volcado de los datos. 


El artículo 133 establece que para los registros de base subjetiva, es decir los que se refieren a las personas 
-básicamente actos personales y de prendas sin desplazamiento-, los elementos de información sean, además 
de los nombres, la cédula de identidad y el RUT en caso necesario. Esto va a permitir una mayor precisión en 
la información y va a facilitar la interoperabilidad con los demás organismos con que se opere. 


El artículo 134 refiere a una situación respecto a los bienes de propiedad horizontal. Existen diferentes 
formas de registrar la propiedad horizontal. Cuando no se realiza la inscripción del reglamento de 
copropiedad -el reglamento de copropiedad es el que confronta con el plano de la propiedad horizontal-, hay 
leyes que lo exigen y en ese caso no hay problema, desde el primer momento se abre matrícula de las 
unidades de propiedad horizontal. Pero no ocurre así con otros regímenes legales en que no es necesaria la 
inscripción del reglamento de copropiedad. Entonces, ocurre que el registro tiene la información del padrón 
común. A los efectos prácticos, esto no genera mayores inconvenientes porque al momento en que se realiza 
un acto de afectación o de disposición de las unidades se abre matrícula, pero eso puede demorar mucho 
tiempo y no se está reflejando la realidad jurídica. En este marco de interoperabilidad con los demás 
organismos como Catastro e Intendencias entendemos que sería bueno que se refleje exactamente cuál es la 
realidad jurídica. No podemos tener un mismo padrón porque para el registro es un bien común y de repente 
en Catastro o en las Intendencias la propiedad horizontal ya está registrada por unidades. 


El artículo 135 corrige una situación respecto a la información que se da sobre mandatos y poderes. Los 
mandatos y poderes no se dan pasados los treinta años, porque treinta años es el plazo de caducidad de las 
acciones reales, pero existen casos debidamente fundados en los que se pueden dar si así lo marca la norma. 
Acá estamos estableciendo, desde 1969 para atrás, qué valor se le da a esa información. Desde 1969 para 
atrás los mandatos y poderes se llevaban por la forma de registración, en ficha, de forma manual y con datos 
diferentes. Esa base tiene un cierto deterioro físico, y la información que podemos dar no puede tener el valor 
de certificado que sí estamos en condiciones de dar desde 1969 a la fecha. Eso no significa que esa 
información no exista o no se dé; se da pero no tiene valor de certificado. Con esa información la persona 
puede acudir a las matrices de los protocolos de los escribanos y ahí sí obtener el certificado que necesita. 
Estos no son los casos más comunes, pero se pueden dar. 


El artículo 136 no está enmarcado dentro del proyecto de DGR digital del que hablábamos, sino que refiere al 
establecimiento de un Censo Nacional de Asociaciones Civiles y Fundaciones. Si bien tenemos todo el 
registro de las asociaciones civiles y fundaciones, ese registro se ha llevado de diferente forma desde hace 
más de cien años. Allí hay diferentes formas de registración y diferentes datos. Lo que pretendemos con esto 
es tratar de ubicar y determinar la cantidad exacta de fundaciones y asociaciones civiles, discriminándolas 
por objeto. Esto se intentó en 1996, cuando se estableció un relevamiento de asociaciones civiles y 
fundaciones que tuvo cierto grado de voluntariedad. Muchas se inscribieron, muchas estuvieron en el 
relevamiento, pero el ministro de la época, el contador Samuel Lichtensztejn, dijo que había sido un 
relevamiento muy bueno pero que estimaban que el doble de las instituciones que se habían inscripto, o más, 
no lo habían hecho. Entonces, eso no terminó dando un número certero de las asociaciones civiles y 
fundaciones. Lo que nosotros pretendemos es lograr una mayor certeza en la cantidad y en el objeto de cada 
uno de los tipos de asociación civil -como ustedes saben, tienen una regulación similar a instituciones que 
son absolutamente distintas por su objeto: gremiales, culturales, deportivas, educativas-; en todo lo que 
signifique una asociación civil sin fines de lucro o fundación, cualquiera sea su objeto. Acá se está 
proponiendo establecer algún elemento coercitivo para que las personas jurídicas acudan al censo. Pasado un 
determinado período, que se estará disponiendo en la reglamentación, operará una suspensión de la 
personería jurídica. Estamos previendo desde ya la realización de este censo -a la espera de la aprobación de 
los señores diputados-; estamos pensando en hacer un trámite sumamente sencillo, on line, con preguntas 
muy básicas respecto al nombre, objeto, representantes de las asociaciones civiles y fundaciones. Con ese 
trámite on line, automáticamente la asociación civil obtendrá una especie de comprobante digital de su 
inscripción en el censo. En caso de que alguna institución no haya hecho su inscripción en el censo y 
necesitara realizar algún trámite, sería una cuestión muy sencilla -no más de cinco o diez minutos- realizar 
desde cualquier dispositivo su registro en el censo y obtener el comprobante en forma automática. 
Entendemos que esto no debería generar mayores inconvenientes a las asociaciones. 


También con este censo se pretende atender a la existencia de muchas asociaciones que se crean y se 
terminan disolviendo por la vía de los hechos, porque se quedan sin socios o porque estos fallecen. A veces, 
las asociaciones tienen bienes que quedan en una especie de limbo -no jurídico porque jurídicamente 
pertenecen a la asociación-; de hecho, nadie se hace cargo de esos bienes que pueden terminar generando 
deudas de tributo, deterioro, o cualquier tipo de cosa. Con este censo estaríamos en condiciones de investigar 
a quienes no se hayan inscripto en el censo y, en su caso, de disponer la cancelación de la personería jurídica. 
La intención no es salir a cazar personerías jurídicas, sino establecer claramente cuál es la situación de cada 
una de ellas. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Pediría a la directora general que diera lectura a 
una nota que he firmado y dejaré a la Comisión, que tiene que ver con los artículos que hacen a la Dirección 
Nacional de Cultura para el pago de los tribunales. 


SEÑORA GONZÁLEZ GARGANO (Ana Gabriela).- La nota que vamos a presentar pone a consideración 
del presidente y del Cuerpo una propuesta de modificación de dos artículos a los que la señora ministra ya se 
refirió. La primera modificación corresponde al artículo 121, que autoriza al Ministerio de Educación y 
Cultura a remunerar mediante el régimen de dietas a aquellas personas que sean designadas por sus 
condiciones como jurados. Por tanto, se solicita que al artículo 121 se agregue un último inciso en los 
siguientes términos: 


"A tales efectos se reasignará en el Inciso 11 'Ministerio de Educación y Cultura", las siguientes partidas: 


1) Programa 280 'Bienes y Servicios Culturales', Unidad Ejecutora 003 "Dirección Nacional de Cultura", 
Financiación 1.1 'Rentas Generales', la suma de $ 4.500.000 (pesos uruguayos cuatro millones quinientos 
mil), del Objeto de Gasto 299 'Otros Servicios No Personales' al Objeto de Gasto 051 'Dietas'. 


2) Programa 280 'Bienes y Servicios Culturales', Unidad Ejecutora 024 "Servicio de Comunicación 
Audiovisual Nacional", Financiación 1.1 'Rentas Generales', la suma de $ 1.351.500 (pesos uruguayos un 
millón trescientos cincuenta y un mil quinientos) del Objeto del Gasto 299 'Otros Servicios No Personales' al 
Objeto del Gasto 051 'Dietas'. 


Dichas partidas incluyen aguinaldo y cargas legales". 
Allí culminaría el último inciso a agregar a este artículo. 


Como expresó la señora ministra, en el artículo presentado por el Poder Ejecutivo se omitió la reasignación 
necesaria para hacer efectivo el pago de las dietas por ese rubro. 


En segundo término, también estamos solicitando una pequeña modificación del artículo 129, que dispone el 
financiamiento del proyecto Un instrumento, un niño, de cargo del Sodre. Por error en el artículo se incluyó 
solamente la partida de gastos de funcionamiento pero dada la entidad del proyecto es necesario incluir 
también la posibilidad de que se financie a través de créditos de inversión. Entonces, el artículo quedaría 
redactado de la siguiente manera: 


"Dispónese que la Unidad Ejecutora 016 'Servicio Oficial de Difusión, Representaciones y Espectáculos' del 
Inciso 11 'Ministerio de Educación y Cultura', destinará de sus gastos de funcionamiento y de inversión del 
Programa 280 'Bienes y Servicios Culturales', como mínimo la suma de $ 2.000.000 (peso uruguayos dos 


m 


millones), a efectos de financiar el Proyecto 'Un instrumento, un niño"”. 


Como expresé inicialmente, el artículo implica modificaciones de reasignaciones de rubros que puedan 
hacerse efectivas sin generar ningún costo y cabe acotar que ya han sido puestas en conocimiento y fueron 
aceptadas por el Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Hemos culminado -someramente- con la puesta en 
conocimiento de los artículos y estamos a disposición de los señores legisladores para aquellas consultas que 
deseen realizar. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Doy la bienvenida a la delegación del Ministerio de Educación y Cultura. 


Nosotros preferimos no interrumpir la exposición de la señora ministra deteniéndonos en cada uno de los 
artículos, como hacemos habitualmente cuando vamos analizando artículo por artículo pero, obviamente, 
deberemos volver atrás para hacerlo porque fueron quedando algunas preguntas o dudas. 


(Ocupa la presidencia el señor representante Óscar Groba) 


Por otra parte, la señora ministra tampoco nos expuso, al menos en general, acerca del cometido 
principal de esta Comisión, que es la rendición de cuentas. Es decir que la exposición se concentró en la 
modificación del articulado o en los cambios de la ley presupuestal que siempre acompañan la rendición de 


cuentas, pero el motivo central es rendir cuentas de cómo se gastó, cuánto se gastó, cuál fue el porcentaje y la 
calidad de la ejecución del gasto autorizado por el Parlamento. Por lo tanto, pediría al ministerio si podría 
hacer una reseña breve al respecto, que incluso en números y en planillados acompaña el articulado, ya que 
es de estilo que los ministros expongan acerca del gasto ejecutado en su cantidad y en su calidad, porque ese 
es el punto de partida. Nosotros, en esencia, aprobamos la rendición de las cuentas y luego la modificación 
presupuestal. Igualmente, esto queda en la disposición del ministerio que nos visita. De todos modos, 
nosotros tenemos anexos en los que esto se establece, al menos en números y parcialmente. 


Luego sí pediría a la mesa avanzar en los artículos uno a uno; no habrá que detenerse en todos pero sería 
necesario arrancar nuevamente desde el principio buscando aquellos puntos en los que algunos legisladores 
quieran hacer intervenciones o tengan dudas o preguntas. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Comparto la intervención que acaba de hacer el señor diputado Gandini y 
como una de mis preguntas está relacionada, precisamente, a la rendición de cuentas me gustaría conocer 
alguna opinión de la señora ministra y de la delegación que la acompaña en cuanto a la ejecución de todo el 
Inciso y lo establecido en el Tomo Il, Planificación y Evaluación. Promedialmente la ejecución supera el 
60%, pero hay dos unidades ejecutoras que realmente me preocupan porque tienen una ejecución 
presupuestal del crédito de menos del 60%. Ellas son el Museo Histórico Nacional, que tenía un crédito de 
$ 19.724.000 y ejecutó $ 11.548.000, es decir un 58,5%, y la Dirección General de Registros, que tenía un 
crédito de $ 810.000 y ejecutó $ 480.000, es decir un 59,2%. En ese sentido, nos gustaría conocer una 
explicación en cuanto a por qué no se ejecutó más del 60% de las partidas destinadas a dichas unidades 
ejecutoras. 


Además, querríamos conocer dos elementos, uno de ellos relacionado con los fideicomisos que tienen hoy en 
funcionamiento el Sodre y el Ministerio de Educación y Cultura. En ese sentido, nos interesaría saber cuántos 
son estos, para qué se constituyeron, quiénes son sus actuales autoridades o administradores y si estos reciben 
algún tipo de retribución y, en caso de que existiese, a qué monto alcanza. 


Como siempre, adelanto que si hoy no nos pudieran brindar la respuesta a alguna de estas preguntas 
agradeceremos que sea enviada oportunamente a la consideración de la Comisión antes de la aprobación de la 
rendición de cuentas. 


Por último, quisiera referirme a un tema que tiene relación con la rendición de cuentas y con la Comisión del 
Patrimonio, por lo que pediría algún comentario de la señora ministra con relación al estado de total 
abandono en el que hoy está la estación de ferrocarriles General Artigas, y a si hay algún tipo de partidas o 
cierta planificación como para tratar de analizar de qué manera podría darse un proceso de recuperación de 
tan emblemático edificio. 


Por ahora quería hacer estas consideraciones con relación a la rendición de cuentas y luego pediremos el uso 
de la palabra cuando se analice cada uno de los artículos que el Ministerio de Educación y Cultura ha 
remitido a consideración del Parlamento. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Mis preguntas son puntuales acerca de los artículos y como las 
preguntas de los diputados que me antecedieron en el uso de la palabra son más generales me parecería más 
adecuado realizarlas cuando se analice cada uno de ellos. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Doy la bienvenida a la delegación. Nosotros queremos hacer algunas 
preguntas puntuales que tienen que ver con la rendición de cuentas de este ministerio, relativas a en qué se 
ejecutó y en qué se gastó en el proyecto 280, que tiene que ver con la recuperación y construcción de 
infraestructura en el interior. Allí hay una disposición de $ 11.300.000 y nos gustaría tener información al 
respecto. 


(Ocupa la presidencia el señor representante Jorge Pozzi) 


——_Nosotros somos de Paysandú y hemos solicitado de manera reiterada que se estudie si se puede afectar 
alguna parte para la recuperación del teatro Florencio Sánchez, por lo querríamos saber lo que se gastó en 
2016 y si hay disposición a corto o mediano plazo para poder invertir allí. En ese sentido, reitero que 
querríamos saber cuánto se gastó en 2016, cuál fue el destino y qué obras se realizaron. 


En lo que tiene que ver con el Sodre queremos hacer alguna consideración porque en el marco de lo 
dispuesto por el artículo 17 de la Ley N* 17.904 el Poder Ejecutivo, los entes autónomos, los servicios 
descentralizados y las empresas con cien por ciento de capital público están obligadas a contratar con TNU y 
el Sodre el 20% de las pautas publicitarias que contraten por todo concepto. Lo que queremos saber es a 
cuánto ascendieron los recursos recibidos en 2016 por estos aportes. Nosotros tenemos algún número pero 
nos falta otra información. La cuestión es que el año pasado realizamos un pedido de informes a la señora 
ministra, que fue cursado con fecha 15 de noviembre de 2016, pero hasta la fecha no hemos recibido 
información. Hemos detectado que hay entes que están pautando pero que el dinero que destinan para la 
pauta aparentemente no va todo para ella. Por eso queremos conocer si desde la materialidad es posible que 
entre toda la pauta estatal dentro de lo que realmente se destina a recursos de estos entes. Por ese motivo, 
queremos preguntar si los montos recibidos corresponden un cien por ciento a pautas contratadas y 
cumplidas. ¿Cuántas pautas se cumplen? ¿Hay posibilidad de cumplir con las pautas correspondientes a 
dichos montos? Reitero que creemos que en virtud del espacio destinado a la publicidad tanto de TNU como 
del Sodre es materialmente imposible que terminen cumpliéndose estas pautas. También queremos saber si 
existen economías o excedentes de dichos montos al final del ejercicio. 


Por último, querríamos hacer otra consulta porque en función del artículo 17 de la Ley N* 17.904 si bien la 
totalidad de ese 20% de la pauta oficial debe ir destinado al Sodre y al Canal 5, por el Decreto N* 391 de 
2014 -del 20 de enero de 2015- se procedió a realizar una reestructura organizativa y bajo la unidad 024, que 
se denomina Servicio de Comunicación Audiovisual Nacional, están contemplados el Sodre, TNU y también 
el Instituto del Cine y el Audiovisual del Uruguay. Lo que queremos saber es si estos recursos que provienen 
de la pauta oficial también terminan financiando no solamente el Sodre y TNU sino también dicho instituto. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- En relación a lo que es la rendición de cuentas 
pediría que pudiera hacer uso de la palabra la contadora Lilián Morales. 


Antes de eso quisiera hacer una precisión relativa a lo que planteó el señor diputado Penadés, que le 
agradezco mucho porque realmente se relaciona con una de mis preocupaciones y mis pasiones y tiene que 
ver con la actual estación de AFE. Como se sabe, está en litigio. Nosotros tenemos la idea de que ese lugar 
está llamado a ser un gran centro cultural para el país. De todas maneras, en esta Rendición de Cuentas hay 
un artículo que permitiría que el Banco Hipotecario pudiera hacerse del bien, si los señores diputados así lo 
acuerdan al finalizar el debate de la Rendición de Cuentas. Si fuera así, de alguna manera tomaríamos 
contacto nuevamente con un equipo interpartidario con el cual habíamos comenzado a conversar sobre los 
sueños. Ese equipo estaba integrado por personalidades de todos los partidos que integran el Parlamento 
uruguayo; veníamos soñando juntos. Una de las personas bien importante, por su perfil, lamentablemente 
falleció, causándonos un dolor a todos los uruguayos y uruguayas. Me refiero al doctor Atchugarry. En su 
lugar hemos conversado con el doctor Carlos Guariglia. Como decía, después de que termine el tratamiento 
del proyecto de ley de Rendición de Cuentas, si ese artículo queda, el año próximo volveríamos a conversar 
con el equipo a fin de que nos ayude. El Parlamento debe estar conteste con que el Banco Hipotecario 
construya en los terrenos de atrás de la actual Estación de AFE, en la playa de maniobras, y con que entre 
todos podamos visualizar un destino para las artes y la cultura del país. Entonces, volveremos a conversar 
con integrantes de todos los partidos, quizás en este ámbito parlamentario, porque nos resulta muy 
importante. Creemos que este proyecto debe contar con el aval de todos los integrantes del Parlamento 
uruguayo. Nadie está pensando que este asunto se solucionará en este período de Gobierno; por lo tanto, esta 
propuesta deberá contar con la voluntad política de todos los partidos políticos para encaminarse hacia un 
futuro que no solo Montevideo, sino que también el país y la región necesitan. 


En cuanto a la preocupación planteada por el señor diputado Penadés -también fue mía- sobre los números de 
ejecución, tiene una explicación. Nosotros estamos acostumbrados, por tareas anteriores, a ejecuciones por 
arriba del 90%, por lo que también nos llamó la atención, pero esto se explica por las vacantes. 


Para responder a esta inquietud, cedo la palabra a la contadora Lilián Morales. 


SEÑORA MORALES (Lilián).- En los tomos de la Rendición de Cuentas, donde figura el Balance de 
Ejecución aparecen los porcentajes de ejecución, y nuestro Ministerio figura con un 80% de ejecución. El 
tema es que hay que desagregarlo por conceptos. En el primer concepto, que es el de remuneraciones, 
tenemos una ejecución del 72%; en funcionamiento, del 97%, y en inversiones, del 95%. Esto demuestra que 
el tema está -como dijo recién la señora ministra- en las remuneraciones. ¿Por qué tenemos esa baja 


ejecución en remuneraciones? Porque el Ministerio tiene importantes créditos en vacantes, por 

$ 300.000.000; por este motivo, la ejecución aparece como menor. Pero también aparecen remuneraciones. 
En gastos de funcionamiento, que es donde se imputan todos los gastos de la gestión del Ministerio, se gastó 
prácticamente el ciento por ciento y un 95% en inversiones. 


Como bien me aclara la señora ministra, estas son informaciones del año 2016. Si estuviéramos hablando del 
año 2017, gran parte de esas vacantes las tenemos que entregar a Rentas Generales, según lo establecido en el 
artículo 6? de la Ley de Rendición de Cuentas aprobada el año pasado. 


Entonces, nuestros niveles de ejecución en remuneraciones van a aumentar en la Rendición de Cuentas del 
año que viene no porque gastáramos, sino porque devolvemos a Rentas Generales. 


Otra inquietud planteada era sobre la baja ejecución del Museo Histórico Nacional y de la Dirección General 
de Registros. 


En cuanto al Museo Histórico Nacional, hoy no es más una unidad ejecutora, sino una División dentro de la 
Dirección Nacional de Cultura del Ministerio, que es una unidad ejecutora. Cabe señalar que aún no se 
procesó -está en trámite- el pasaje de los padrones de los funcionarios a la Unidad Ejecutora Cultura. Por esta 
razón, aparece un crédito de $ 19.000.000 ya que se incluyen todos los sueldos de los funcionarios del Museo 
Histórico Nacional, además de las vacantes. Las ejecuciones son los pagos de los sueldos de los funcionarios; 
las vacantes no se llenaron, y el cargo de director, que es importante, también está vacante. Por este motivo, 
aparece una ejecución de un 58,5%, pero refiere a remuneraciones y no a gastos de funcionamiento. Los 
gastos ya fueron transferidos a la Dirección Nacional de Cultura, y esta los incorporó a su ejecución. 


En cuanto a la Dirección General de Registros, también aparece con una baja ejecución debido a las 
remuneraciones y no al resto de los gastos. En este rubro aparece un crédito que está duplicado, que será 
corregido por error u omisión, dado que en el año 2014 se hicieron compensaciones a funcionarios 
equiparados al Poder Judicial, que pasaron a cobrar por Rentas Generales, pero el crédito por el que se 
pagaba antes, no se disminuyó; entonces, quedó duplicado, es decir, figura en Rentas Generales y acá. Pero 
es algo virtual; no es plata, sino crédito, que, por supuesto, no se puede gastar. Por esta razón, aparece ahí. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Nosotros habíamos hecho algunas consultas a efectos de conocer el destino 
del Programa 280, Proyecto 703, "Recuperación y construcción de infraestructura para el desarrollo de 
actividades artísticas culturales en el interior del país". Se había previsto una partida de $ 11.300.000.000. 
Queremos saber en qué se utilizó o se gastó, y cuáles son las previsiones a corto y mediano plazo. 
Fundamentalmente, estamos consultando lo que tiene que ver con el Teatro Florencio Sánchez, de Paysandú. 


Por otra parte, el año pasado hicimos un pedido de informes que tiene que ver con la utilización de lo que 
proviene del producido que genera la asignación del artículo 17 de la Ley N* 17.904, en la que se establece 
que todas las empresas públicas y el Poder Ejecutivo deben destinar el 20% de las pautas publicitarias a TNU 
y al Sodre. Queremos saber cuántos son los recursos que entraron a TNU y al Sodre por concepto de esta 
asignación. Reitero que hicimos un pedido de informes que no fue respondido el año pasado. 


Asimismo, nos gustaría conocer si los montos recibidos corresponden a un cien por ciento de las pautas 
contratadas y cumplidas. Tenemos información de que hay organismos que volcaron dinero, pero no 
obtuvieron las pautas porque era materialmente imposible ubicar dentro del espacio publicitario de estas dos 
unidades tanta publicidad. Por esta razón, queremos saber cuántas pautas se cumplen, si eso está medido, si 
hay posibilidad de cumplir con las pautas correspondientes a dichos montos y qué cantidad de recursos 
corresponden a pautas que no se efectivizan. En el caso de UTE, por ejemplo, se nos dice que volcó 
muchísimo dinero, pero varios millones de pesos no se terminaron traduciendo en publicidad. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Dado que el señor diputado Gandini de alguna 
manera planteó repasar artículo por artículo, si todos están de acuerdo, comenzaríamos por el artículo 113 
hasta el 115. Entonces, cuando se trate lo correspondiente al Sodre, contestaríamos las preguntas del señor 
diputado Olivera. 


(Apoyados) 


Entonces, quiero ceder la palabra a la directora general, a fin de que nos dé una explicación sobre los 
artículos 113, 114 y 115. 


SEÑORA GONZÁLEZ GARGANO (Ana).- Estos tres artículos están enmarcados dentro una mejora de la 
gestión administrativa del Ministerio, y en particular, abarcan a ocho unidades ejecutoras. 


¿Por qué la modificación del artículo 403 de la Ley N* 19,355, de Presupuesto? Porque el mencionado 
artículo habilitaba la reasignación de créditos del Grupo 0 a través de la aprobación de las reestructuras 
organizativas y de puestos de trabajo del Inciso. Esas reestructuras han iniciado, pero no culminado. Como 
los señores diputados saben, las reestructuras organizativas y las de puestos de trabajo insumen un tiempo, un 
esfuerzo, y se hace en conjunto con la Oficina Nacional del Servicio Civil. En particular, el Ministerio de 
Educación y Cultura es complejo por cuanto abarca unidades ejecutoras muy diferentes y estructuralmente 
complejas. 


Como decía, las reestructuras se iniciaron, pero el Ministerio necesita esta modificación del artículo 403 para 
que nos permita reasignar créditos disponibles del Grupo 0 a efectos de ajustar tabla de remuneraciones de 
funcionarios de ocho unidades ejecutoras, las más desfavorecidas presupuestalmente, y así generar un 
equilibrio interno en cuanto a remuneraciones, equilibrando la tabla de remuneraciones -el Ministerio así lo 
denomina- con la tabla de remuneraciones del Sodre. De esa manera, se conseguiría una mejora del nivel 
salarial y, más que nada, un equilibrio interno en ocho unidades ejecutoras, llevándolas, como decía, al nivel 
de remuneraciones de la tabla del Sodre. 


Los otros dos artículos están vinculados porque, como decía, la reestructura organizativa y la de los puestos 
de trabajo de estas ocho unidades ejecutoras insumirán un tiempo importante -aunque ya están en proceso-, 
pero son necesarias para mejorar la gestión y el servicio. Los cargos que se obtienen a través del artículo 114, 
por transformación, y del artículo 115, por reasignación, son necesarios para las unidades ejecutoras, en 
particular, para la Dirección de Educación, para la Dirección Nacional de Cultura y para la nueva Dirección 
de Centros MEC a efectos de cubrir funciones que actualmente están más desprotegidas. En ese sentido, se 
trata de artículos de fortalecimiento institucional. Como se puede apreciar, estos no generan costos porque 
todos se financian mediante reasignaciones del Grupo 0. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Antes que nada, quiero saludar la delegación que nos visita, 
especialmente a la señora ministra. 


Con respecto a este artículo, esta posibilidad de reestructuras en las escalas de remuneraciones de los 
funcionarios obviamente implicará un aumento salarial para una cantidad de personas; es lo que se desprende 
de la explicación. 


La duda jurídica que me queda -lo digo con sinceridad- es si no estamos habilitando, con esta redacción, que 
el Ministerio pueda hacer toda la reestructura y fijar los aumentos salariales que estime pertinentes. Sé que 
tienen que estar en contacto con la Oficina Nacional del Servicio Civil y que tiene que haber una aprobación, 
pero, en todo caso, me parece que el artículo lo debería decir. En realidad, es una duda jurídica. 


SEÑORA GONZÁLEZ GARGANO (Ana Gabriela).- No es estrictamente un incremento a los efectos de ser 
discrecional, sino que se llevaría a una tabla de remuneraciones existente para una unidad ejecutora. Por eso 
insistía con el tema del equilibrio interno entre ocho unidades ejecutoras que actualmente no están 
reestructuradas. Lo que esto permitiría -sin perjuicio de contar con las estructuras actuales- es llevarlo a la 
tabla del Sodre, o sea que no es algo discrecional. Esto está acordado con la Oficina Nacional del Servicio 
Civil y, como pueden ver en el artículo, debe tener un estudio -porque lleva una instrumentación por parte del 
Poder Ejecutivo- y tiene que pasar por la CARO, Comisión de Análisis y Retributivo Ocupacional. Es un 
artículo que no tiene una ejecución propia. 


Para el Ministerio es muy importante contar con la autorización para la reasignación de estos fondos, que ya 
estaban previstos en el año 2015; la autorización ya estaba dada por la Ley N* 19.355, pero condicionada a la 
reestructura. ¿Cuál es la modificación actual? Que se nos permita -obviamente, a partir de la entrada en 
vigencia de esta norma o cuando el Cuerpo lo entienda pertinente- hacer esa reasignación, buscando sus 
equilibrios y llevando las remuneraciones a las de la tabla del Sodre; no es cualquier clase de remuneración. 


Reitero que esto lleva un procedimiento administrativo con la CARO y con la Oficina Nacional del Servicio 
Civil. Esta es una modificación de un artículo cuya previsión, en el año 2015, se extendía hasta la aprobación 
de reestructuras de todas las unidades. Eso insumiría un lapso importante y, en ese caso, los funcionarios 
seguirían esperando y el fondo seguiría congelado. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Ahora nos referiremos a los artículos 114 y 115. 


SEÑORA GONZÁLEZ GARGANO (Ana Gabriela).- Estos artículos refieren a las reasignaciones de fondos 
y a las transformaciones de las vacantes para fortalecer las estructuras de las unidades ejecutoras de reciente 
creación: Centros MEC, Dirección Nacional de Cultura -que tiene pocos años-, y la Dirección de Educación, 
que es la más novel. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- En cuanto al artículo 115, me gustaría que la señora directora general o 
quien la señora ministra disponga, nos explicara cuáles son las funciones que desaparecen y cuál es el 
fundamento para la creación de los cargos que se están solicitando. 


El año pasado, se aprobó en la rendición de cuentas -el artículo 75, que en el mensaje original venía como 
artículo 80-, una transferencia de $ 6.800.000 desde el Programa 280 al Programa 340, Acceso a la 
Educación, precisamente para financiar horas docentes. En ese momento, el director Nacional de Cultura nos 
explicaba que la transferencia era necesaria para atender a sectores sociales vulnerables. 


Quiero saber si esta reasignación desanda el camino que el Gobierno había propuesto en el artículo 75 de la 
rendición de cuentas del año pasado, porque realmente no entiendo cuál es el objeto. 


Además, me gustaría saber a cuánto asciende el monto total de los cargos que se crean. 


SEÑORA MORALES (Lilián).- El artículo no tiene costo, porque para las remuneraciones se saca de los 
créditos de horas docentes. 


El importe total no lo recuerdo exactamente y no lo tengo acá, pero es de alrededor de $ 40.000.000 anuales. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quiero que me expliquen un poco más por qué se disminuyen las horas 
docentes, porque lo que están haciendo es transferir horas docentes que el año pasado fueron transferidas de 
otros programas, diciendo que eran necesarias para atender el acceso a la educación de los sectores 
vulnerables. Parecería ser que estas son partidas que estaban dedicadas a eso y que ahora no se van a dedicar 
más a eso, sino a la reasignación para la creación de cargos. En ese sentido, me gustaría saber si el año 
pasado hubo más horas docentes de las previstas, no se necesitaron o no se ejecutaron tantas horas docentes. 


Tengo claro que el costo es cero, pero también que va a haber menos horas docentes, y según la explicación 
que nos dio el año pasado el director Nacional de Cultura -reitero-, estas eran necesarias para atender a los 
sectores más vulnerables de la sociedad. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Precisamente, en la rendición de cuentas del año pasado yo había 
hecho objeción del uso de las horas docentes, porque si bien es una tradición originada en otros momentos 
-cuando no se podían crear cargos- con el fin de sustituir esa imposibilidad legal, hoy estamos en una 
situación distinta. 


Fui yo quien preguntó -no en este caso, que fue el diputado Penadés- a la directora de los Centros MEC por 
qué se aumentaban tanto las horas docentes, dirigidas especialmente a los Centros MEC. La respuesta fue en 
el mismo sentido: que los Centros MEC estaban destinados no solamente a población vulnerable desde el 
punto de vista social, sino -y además- a trabajos que estaban haciendo en el interior del país y en poblaciones 
muy pequeñas, donde prácticamente era la única forma de que llegara algún tipo de formación cercana a lo 
educativo, más allá de los contenidos, que no es este el momento de analizar. 


Me llama la atención lo que no está discriminado, o yo no lo entiendo. Me gustaría que la contadora o quien 
disponga la señora ministra me diga si también se toman horas de los Centros MEC para esto, porque las 
horas docentes son un paquete de horas. Esa es la ventaja que tiene porque se supone que después la 
Administración las distribuye para funciones docentes. Reitero que con los Centros MEC me contestaron lo 
mismo. 


Además, quiero aprovechar la oportunidad para plantear algo porque, de otra forma, no nos dan respuesta. El 
año pasado hice un pedido de informes sobre los gastos de los Centros MEC, la forma en que se distribuían 
las horas, cuáles eran cargos administrativos, cuáles eran cargos docentes o cuáles eran horas docentes, y 
todavía estoy esperando que me respondan, a pesar de que el Cuerpo hizo suyo el pedido y lo reiteró. Por lo 
tanto, hoy que están presentes la autoridades del Ministerio y de que estamos hablando especialmente de los 
Centros MEC, se los recuerdo a ver si tienen la gentileza de responder, porque es una de las formas -casi de 
las pocas- que tenemos los parlamentarios de enterarnos de situaciones puntuales que nos preocupan. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- En el Ministerio de Educación y Cultura cumplen 
tareas docentes un sinnúmero de personas. Esas tareas docentes van desde los Cecap -Centros de 
Capacitación Profesional- de la Dirección de Educación, la Dirección Nacional de Cultura y los Centros 
MEC. 


¿Cuáles son esas tareas docentes? En los Cecap son -la directora lo va a explicar en profundidad- tareas 
docentes presenciales que, además, llevan personal de apoyo, porque -como muy bien lo conoce la diputada 
Bianchi Poli- hay tareas docentes de docencia indirecta, además de la docencia directa. 


En los Centros MEC también se realiza docencia directa en todo lo que tiene que ver con la inclusión digital 
de las personas adultas y adultas mayores. Se realizan tareas de docencia directa en distintos programas, 
como Uruguay Escribe, en el que se motiva a realizar el relato de situaciones, personalidades, personajes y 
anecdotarios de cada una de esas localidades de cinco mil habitantes. Allí se hace docencia para que se 
puedan relatar esas experiencias, que siempre mejoran la autoestima, no del que escribe, sino de toda la 
localidad, al sentirse partícipe de un país, que le ha dado su territorio y a las personas que en él viven, razones 
para sentir orgullo de lo que han aportado al colectivo nacional. 


Esa es una de las tareas importantes que los Centros MEC llevan adelante, además de la docencia que se 
realiza en actividades en forma conjunta con los diferentes estamentos de la enseñanza, tanto pública como 
privada, como aporte para la realización de eventos en las localidades. 


También se realiza docencia en actividades que tienen que ver no solamente con informática, sino también 
con el desarrollo de vocaciones y participación, para demostrar que es posible cambiar la realidad en la cual 
viven esas personas. 


Desde la Dirección Nacional de Cultura también se realizan múltiples tareas docentes en la capacitación para 
la mejora de perfiles profesionales dedicados al arte, a la música y a la pintura a lo largo y ancho del país. En 
ese sentido, le pediría al director Nacional de Cultura que lo detallara más en profundidad. 


En cuanto al pedido de informes, tenemos un equipo de trabajo para ponernos al día con los pedidos; no 
solamente tenemos los de la señora diputada, sino un volumen muy importante, que debemos distribuir entre 
los organismos desconcentrados. Pero en lo que respecta al Ministerio, tenemos un volumen importante, y los 
estamos contestando con un equipo de trabajo generado a esos efectos. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Me voy a referir a la pregunta que hice; no voy a hablar por el 
diputado Penadés. 


Ya sé a qué se dedica cada una de las áreas que mencionó la señora ministra. Lo que quiero saber es si se 
afectan o no -porque sé las tareas que se realizan-, en esta creación de cargos, porque en el cuadro yo no lo 
veo, y ya lo aclaré. Puede ser que tenga incapacidad para entenderlo, porque los cuadros siempre tienen la 
ventaja que sintetizan información, pero quienes los hacen nos pueden aportar fundamentos cuantitativos en 
ese sentido. 


Las funciones las sé, y sé que cumplen tareas docentes. Por eso pregunto si también se tomaron de ahí las 
horas docentes para la creación de cargos. Solamente eso es lo que estoy preguntando. 


SEÑOR MAUTONE (Sergio).- Creo que la respuesta enraba las diversas actividades que se dan en el 
Ministerio, porque dentro de una política de optimización de recursos, sin desatender los talleres que hoy 
impulsamos desde la Dirección Nacional de Cultura a través de las usinas culturales, las fábricas de cultura o 
emprendimientos como Arte y Juventud -que también implican una profesionalización de los chicos a través 
de distintas ofertas de formación-, estamos optimizando -conjuntamente con la Dirección de Educación y con 


los Centros MEC- las áreas que en algún caso podrían estar superpuestas en su atención de manera de poder 
reordenar nuestros recursos, y así poder avanzar hacia la conformación de una estructura que necesitamos en 
un proceso de conformación y consolidación de la Dirección Nacional de Cultura, en este caso, pero de igual 
forma lo es tanto para los Centros MEC como para la Dirección de Educación. La directora de Educación 
nos podrá complementar en esta visión, porque esto obedece a una arquitectura compleja que, desde nuestra 
perspectiva, redunda en una mejor utilización de los recursos. 


Si se me permite -aprovechando la oportunidad, porque no sé si volveré a intervenir-, quiero hacer referencia 
a la pregunta del señor diputado Olivera con relación a la utilización del Fondo para el Desarrollo de 
Infraestructuras Culturales. Este es un Fondo que -como él señalaba- dispone de unos $ 11.000.000 -que se 
mantendrán- y se aplica exclusivamente a la recuperación o actualización de infraestructura cultural en el 
interior del país. Es de carácter concursable: año tras año, un jurado integrado por la Dirección Nacional de 
Cultura -o un representante de esta-, un representante de la Facultad de Arquitectura y uno de los 
concursantes del año anterior resuelve sobre infinidad de proyectos que se presentan; la información es 
pública y se puede consultar en nuestra web. El año pasado fueron aproximadamente diez los proyectos 
aprobados, uno de ellos, del departamento de Paysandú, para el que se destinó un partida del entorno de 

$ 5.000.000 para la recuperación del cine Astor. De la misma manera se pueden considerar todos los 
proyectos que no solamente están publicados, sino presentados de una manera muy clara y muy organizada, a 
través de un ícono que ubica en cada lugar del país dónde han sido reconocidos los proyectos, al margen de 
que, en los cinco años de vigencia de este Fondo, hemos impactado en unos cuarenta emprendimientos. Si 
mal no recuerdo, en el departamento de Paysandú es la tercera oportunidad en la que se aprueba un proyecto; 
anteriormente, había obtenido un fondo para el reciclaje del Ateneo de la Universidad. En este momento no 
recuerdo cuál fue el otro emprendimiento. 


Reitero que estamos hablando de tres emprendimientos en el departamento de Paysandú y que esta situación 
se repite en el resto del país. 


SEÑORA ÁNGELO (Rosita Inés).- Para sumar a lo que planteaban la señora ministra y el director nacional 
de Cultura quiero decir que, efectivamente, en cuanto a las horas docentes todos podemos congratularnos de 
que venimos realizando un gran trabajo de articulación interinstitucional y de que, en efecto, como lo 
planteaban los señores legisladores, esto nos ha permitido realizar una fuerte planificación, que optimice el 
uso de las horas docentes 2018. 


Todos valoramos -este planteo es fruto de discusiones y de un trabajo que se hizo durante el final del 2016 y 
principios de este año- la necesidad de que muchos de los cargos que aparecen al final de esta tabla son 
naturales a las infraestructuras de instituciones educativas. Por ejemplo, el número de Centros de 
Capacitación y Producción (Cecap) se ha venido incrementando en la última década y hoy nos encontramos 
con la necesidad de generar un proceso de gestión, además de las horas de docencia indirecta; creo que todos 
los legisladores son conscientes de que, en este momento, el Ministerio tiene todos los días a miles de 
jóvenes que asisten diariamente a centros educativos. Entonces, hemos venido trabajando en el 
fortalecimiento del proceso gestión y orientación en educación. Lo que se hace es un proceso de planificación 
para que, efectivamente, con esas horas docentes que se retiran el año que viene, podamos financiar estos 
cargos, pero de ninguna manera para el menoscabo de las actividades de educación, sino para el 
fortalecimiento de la infraestructura que, en muchos casos, tiene necesidades vinculadas con temas que 
también aquí se han planteado como, por ejemplo, el seguimiento de la gestión y la optimización del uso de 
los recursos que tenemos, sobre todo teniendo en cuenta que es una estructura altamente descentralizada. 
Digo esto porque tanto los Centros MEC, como la Dirección de Educación y la Dirección Nacional de 
Cultura están expandiendo estos servicios en todo el territorio nacional. 


En este sentido, me parece importante agregar que espacios que se han construido sobre el final del año 2016 
y a principios de 2017, como por ejemplo un grupo de trabajo interinstitucional que el MEC integra junto con 
el INR, el Inisa y la Anep, nos han permitido optimizar la oferta educativa y buscar formatos que, con las 
mismas asignaciones horarias, permitan ampliar las ofertas y, a la vez, pensar en lógicas que fortalezcan la 
gestión. La idea es no menoscabar la oferta educativa y apuntalar lógicas que tengan que ver con nuevos 
formatos. Precisamente, estamos trabajando en este sentido para generar un proceso de ordenamiento que 
evite en el futuro esto que señalaba la legisladora: que puedan existir cargos que no sean de docencia directa 
o indirecta y que estén financiados por horas docentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con los siguientes artículos. 


SEÑORA GONZÁLEZ GARGANO (Ana Gabriela).- Como lo explicaba la señora ministra, los artículos 116 
y 117 tienen que ver con la creación de una nueva unidad ejecutora. Se realiza esta propuesta porque el 
Ministerio entendió que había una Dirección de Centros MEC con un determinado nivel de ejecución de 
proyectos y de distribución en el territorio, ya con diez años de experiencia en este sentido, que abarcaba 
actividades culturales, educativas y territoriales, que ameritaba tener un nivel de gestión y de ejecución 
presupuestal propio de una unidad ejecutora. Además, sus actividades son totalmente diferentes de las de la 
unidad ejecutora donde se encuentra en la actualidad, que es la Dirección General de Secretaría, que tiene 
una estructura y una adecuación preparada para gestionar y para administrar. O sea, actualmente los centros 
MEC están dentro de la unidad ejecutora Dirección General de Secretaría, pero tiene niveles totalmente 
diferentes de ejecución de programas y de proyectos. 


El artículo siguiente tiene relación con la creación de la jerarquía natural de una unidad ejecutora, lo que 
también se efectúa por reasignación de fondos. 


El artículo 118 incrementa, también por reasignación, un fondo que el Ministerio de Educación y Cultura 
ejecuta para proyectos destinados especialmente a los jóvenes. Hemos tenido experiencias altamente 
positivas con respecto a la integración de jóvenes en estas modalidades contractuales, en convenio que hemos 
hecho con el Mides -como explicó la señora ministra-, con la UTU y con el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. En el marco de este proyecto vamos a incorporar becas y pasantías, mediante el programa 
Yo estudio y trabajo. 


Como Ministerio, ha sido un orgullo ver a jóvenes que se forman en la Administración; es una primera 
experiencia única. Para beneficio de los jóvenes, les damos la oportunidad de adquirir formación y 
conocimiento de la administración pública -así sea solo durante un año-, además de contar con referencias 
que luego acumulan para una futura tarea. Esto beneficia a la juventud y también al Ministerio. Es una suerte 
de renovación para la Cartera contar con estos jóvenes, que aclaro que, paralelamente, siguen sus estudios. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Evidentemente, los artículos 116 y 117 pretenden un fortalecimiento de los 
Centros MEC. Les da una mayor jerarquía en la pirámide institucional, en tanto los separa de la Dirección 
General del Ministerio y los coloca como una unidad ejecutora, con un director a su frente, con un salario de 
los mejorados de las unidades ejecutoras. A la vez, establece una reasignación de recursos. 


Lo primero que quiero saber es cuál es la valoración o evaluación se hace para requerir esta jerarquización no 
en recursos, sino en posición. ¿Qué es lo que cambia el hecho de ser una unidad ejecutora independiente, con 
un director con un cargo de particular confianza si no se prevén modificaciones en otros aspectos, ni siquiera 
en los cometidos que originalmente la ley le otorgó o la cantidad o calidad de los recursos de que dispone? 


En segundo lugar, no me queda muy clara la consistencia entre el segundo y el tercer inciso del artículo 116. 
El segundo inciso establece: "Transfiérese a la Unidad Ejecutora creada los recursos humanos, financieros y 
materiales y los créditos presupuestales asignados a la 'Dirección de Centros MEC' en la Unidad Ejecutora 
001 'Dirección General de Secretaría' [...]". Es decir, todos los recursos propios -de cualquier naturaleza- de 
la Dirección General de Secretaría pasan a la nueva unidad ejecutora. Pero, luego, se establece: "El Poder 
Ejecutivo establecerá los créditos presupuestales, los recursos humanos y materiales a reasignarse [...]". Es 
decir, en el primer inciso definió qué se reasigna, pero después encomienda al Poder Ejecutivo que establezca 
cuáles se reasignan. No sé a qué se atribuye esta redacción, porque los recursos son los que dice el inciso 
primero o los que indique el Poder Ejecutivo; parece referirse a lo mismo. Pero como quizás son cosas 
diferentes, pido una explicación. 


SEÑORA GONZÁLEZ GARGANO (Ana Gabriela).- La pregunta estaba contestada con mi explicación 
anterior con respecto al nivel de ejecución de programas y proyectos que tienen los Centros MEC; los 
objetivos con los cuales se plantea son totalmente diferentes con respecto a una unidad ejecutora netamente 
administrativa, como la Dirección General de Secretaría. Lo que sucede es que, actualmente, los Centros 
MEC ejecutan fondos; por normas legales, tienen asignados fondos de funcionamiento, pero dentro de la 
Dirección General de Secretaría. Eso es lo que se transferiría a los Centros MEC. 


¿Cuáles serían las diferencias derivadas del cambio de jerarquía? Los niveles de responsabilidad y los niveles 
de toma de decisiones. Actualmente -como decía-, los objetivos que asigna la norma en el ámbito cultural y 


educativo a los Centros MEC son diferentes a los de una estructura administrativa y de gestión, como es la 
Dirección General de Secretaría. En ese sentido, la diferencia es notoria. 


Con respecto a las diferencias en el artículo, lo que se está previendo en la ley es la reasignación y la 
transferencia. Luego, el Poder Ejecutivo lleva a cabo la previsión del artículo. Si hay que hacer ajustes de 
redacción, no hay problema. Lo que se está previendo es cómo hacer a nivel de la administración pública las 
transferencias que la ley establece. 


Quizás nuestros asesores contadores puedan aclarar un poco más lo relativo a las transferencias a las 
unidades ejecutoras. 


SEÑOR LIMA (Alejandro).- Quiero aclarar que en esta diferencia hay algunas normas legales que asignan 
recursos a Centros MEC. Por otra parte, hay recursos que se vienen asignando dentro de la Unidad Ejecutora 
001 que no tienen asignación legal específica, por lo cual hay que determinarlos de alguna manera. En ese 
sentido, se dispone que el Poder Ejecutivo establecerá esos créditos presupuestales, porque algunos no están 
fijados legalmente y, aunque ya se sabe cuáles son, hay que determinarlos. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Tengo una curiosidad: no entendí cuál es el cargo del contador Lima. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No lo dije: el contador Alejandro Lima es director Financiero Contable. 


SENOR LIMA (Alejandro).- Soy gerente. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Hay gerentes en la Administración; no lo sabía; voy a buscarlos. 


Si la explicación es la que se acaba de dar, el primer inciso del artículo 117 no puede hablar de "[...] los 
créditos presupuestales asignados [...]". Si hay créditos presupuestales asignados son esos los que se 
transfieren. 


Si la explicación es que no hay créditos asignados, que hay que moverse con los créditos de la Dirección 
General de Secretaría, hay que determinarlos. Pero si se habla de "[...] los créditos presupuestales asignados 
[...]", hay una definición objetiva, y esos son los créditos que se transfieren, y el Poder Ejecutivo no tiene 
nada que hacer. Lo único que hay que hacer es comunicar a la Contaduría General de la Nación. 


Insisto: si no hay créditos presupuestales asignados y lo que hay que hacer es dividir recursos y establecer, de 
los créditos asignados a la Dirección General de Secretaría, cuáles quedan en esa Dirección y cuáles se 
transfieren, entonces sí hay una labor que se encomienda. 


Entonces, creo que lo que confunde es la expresión "[...] los créditos presupuestales asignados a la 'Dirección 
de Centros MEC: [...]", porque si están asignados, hay una definición objetiva, ya que los que tiene 
asignados, se transfieren y luego se comunica. Por lo tanto, no me parece que el artículo tenga una 
redacción consistente: hay una asignación objetiva y una encomienda al Poder Ejecutivo, lo que después 
genera -al Ministerio, más que a nosotros- algunas tiranteces que dificultan la ejecución. 


Simplemente, quería formular esta observación. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Hago mía la primera consideración del señor diputado Gandini, 
porque, casualmente, el pedido de informes que hice -que no se me contestó ni siquiera después de que la 
Cámara lo hizo suyo, a pesar de que el plazo es de cuarenta y cinco días- tiene que ver con la relación entre el 
personal asignado, los gastos e inversiones y la población objetivo en los Centros MEC 


Quiero saber por qué se cambia jerárquicamente lo que hasta ahora venía funcionando como Centros MEC, 
dependientes de la Dirección General. Se trata de un proyecto que hace mucho que funciona y ha llegado a 
todo el país, como nos consta y nos parece muy bien. 


Por otra parte, el otro día, el equipo económico -y, en especial, el ministro de Economía y Finanzas-, a 
propósito de los gastos en educación, hizo especial hincapié en que había que cuidar la calidad del gasto. 
Entonces, no entiendo qué tipo de evaluación se hizo para tomar esta decisión. A mí no me lo respondieron 
en el pedido de informes; respóndanmelo, por favor, ahora, porque cuando la discusión pasa al plenario no 


tenemos la posibilidad de escuchar a las autoridades del Ministerio para conocer los datos; la oportunidad es 
ahora. 


Reitero: quiero saber qué evaluación se hizo para hacer este cambio. ¿Qué amerita que ahora se transforme 
en unidad ejecutora si hasta ahora venía funcionando? Según tengo entendido -a pesar de la falta de 
información-, la población objetivo está más o menos consolidada. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- La unidad ejecutora cuya creación planteamos en 
el proyecto tiene como objetivo mejorar desde el punto de vista administrativo la presentación de la gestión. 
Hoy todos los gastos son ejecutados por los Centros MEC, que están dentro de la Dirección General de 
Secretaría del Ministerio. Nos interesa dar satisfacción a los legisladores cuando nos preguntan si los Centros 
MEC rinden cuentas de los contratos, pero como hoy están subsumidos administrativamente en la Dirección 
General de Secretaría, nos parece conveniente separarlos y que tengan una unidad ejecutora propia, cuya 
envergadura es mucho mayor que la de otras, por las tareas que realiza. 


Aclaro, además, que el artículo no tiene costo, por lo que estamos en la línea que ha planteado el señor 
ministro de Economía y Finanzas, que compartimos. 


Con la aprobación de estos artículos, quedaría más prolija la ejecución de los Centros MEC para que en los 
próximos años podamos hacer una mejor devolución y que quede mucho más claro en qué se han invertido 
los dineros en los 127 Centros MEC que, como muy bien señala la señora diputada Bianchi Poli, tienen una 
gran flexibilidad, porque generalmente acordamos con los intendentes, con los gobiernos municipales y con 
los alcaldes. 


En el Ministerio de Educación y Cultura existen unidades ejecutoras mucho más pequeñas, con una ejecución 
mucho más lineal que la de los Centros MEC, que tienen muchas dependencias a su cargo. Entonces, para 
mejorar la rendición de cuentas y visualizar más las actividades de cada Centro MEC prevemos su 
transformación en una unidad ejecutora, lo que sería un beneficio para la organización administrativa del 
Ministerio. Y reitero que no implica costos. 


Para explicar el artículo 119 pido que se conceda la palabra a la directora de Educación. 


SEÑORA GONZÁLEZ GARGANO (Ana Gabriela).- Como es sabido, en la Dirección de Educación 
funciona la oficina habilitante de escuelas de enfermería, ante la cual se realizan los trámites 
correspondientes. Los trámites y las cuestiones vinculadas con la habilitación no se modifican. Este artículo 
solo crea la Unidad Ejecutora 002, y se modifica el destino de las recaudaciones, que hasta ahora 
corresponden a la Unidad Ejecutora 001, "Dirección General", en tanto la Unidad Ejecutora 002 recién se 
está armando. 


Reitero que para los usuarios no hay modificación alguna. 


Aclaro que los fondos ya los recibía esta unidad, pero tenía que derivarlos a la unidad ejecutora 001, que 
tenía que traspasarlos a la 002. Por eso, para mejorar la calidad del gasto y la capacidad de planificación se 
plantea crear esta unidad ejecutora. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Aparentemente, el artículo plantea algo menor, pero me interesa dejar 
constancia de que, a mi entender, se sigue dando autoridad y poder a la Dirección de Educación del 
Ministerio de Educación y Cultura. Ya sabemos qué pasó el año pasado con el museo histórico y demás; 
obviamente, se sabe dónde estaban los votos. 


Todo este tema del control de las escuelas de enfermería -lamento tener que decirlo; sé qué es estar del otro 
lado y responder pedidos de informe; lo digo sin ninguna carga especial- me llevó a pedir un pedido de 
informes -que nunca se me contestó- sobre una serie de denuncias de irregularidades en las habilitaciones de 
los centros de enfermería. Mediante estos artículos creo que se sigue blindando a la Dirección de Educación, 
ahora con recursos directos. Porque no se trata de un simple pasaje; se supone que si los fondos se destinan a 
una unidad ejecutora, se controla administrativamente, pero si se destinan de forma directa, se estarán 
ampliando las facultades de la Dirección de Educación, en especial, en cuanto a los centros de enfermería, 
donde hay problemas graves de habilitación. Sé que este no es el momento de discutir este tema, pero me 
preocupa especialmente, porque ahora la habilitación dependerá de la Dirección de Educación y, además, se 


le darán directamente los recursos. No debemos olvidar que de la Dirección de Educación también dependen 
las universidades privadas. 


¿Por qué esto es importante desde el punto de vista educativo de fondo, de gestión? Históricamente, el 
presidente del Codicén también era director nacional de Educación; era el único órgano que tenía dos 
calidades. Cuando se aprobó la ley de educación general, en 2009, se sacó el nombre de director nacional de 
Educación y quedó solo el de presidente del Codicén, porque siempre hubo un "enfrentamiento" -entre 
comillas- institucional -no personal- entre la Anep y el Ministerio de Educación y Cultura. Uruguay tendrá 
que resolver este problema -veremos cómo- y, en cuanto al gasto, acompasarnos con el resto del mundo. 
Tenemos que ir flexibilizando esta disyuntiva entre la Anep, ente autónomo, y el Ministerio de Educación y 
Cultura. A las autoridades del Ministerio les constará que en el exterior no nos entienden, porque debemos ser 
el único país que tiene esta organización institucional. 


Debe quedar claro que no cuestiono a la persona, sino que cuestiono institucionalmente el formato, porque 
genera dificultades institucionales. 


En consecuencia, no me gusta este artículo; no me gusta que la Dirección de Educación maneje esto 
directamente, en especial, en lo que respecta a las escuelas de enfermería. En ese sentido, espero que cuando 
reciba la respuesta a mi pedido de informes hayan caído las denuncias que se hicieron, que son graves. 
Inclusive, en el Ministerio hay expedientes -que son públicos- a los que no quise acceder, aunque lo podría 
haber hecho, pero pretendo que el Ministerio me explique qué pasó; no lo he logrado todavía. 


Por eso quería dejar constancia de que, si seguimos en esta tendencia, continuaremos aumentando la brecha 
institucional -repito que no me refiero a personas- entre la Anep y la Dirección de Educación. 


Insisto: este artículo no me gusta, en primer lugar, porque no podemos seguir sin decir qué vamos a hacer y, 
si seguimos fortaleciendo la Dirección de Educación del Ministerio de Educación y Cultura, tendremos que 
pensar qué hacemos con Anep y, en segundo término, por la habilitación de las escuelas de enfermería, 
porque ahora hasta los recursos van a depender de la Dirección de Educación. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Compartimos algunas inquietudes de la señora 
diputada. Creemos que, quizás, en el futuro haya un ámbito en el cual podamos debatir competencias del 
propio Ministerio. Hay muchos ministerios de educación y cultura en el mundo, en los que se consustancian 
las actividades que tienen que ver con la educación y la cultura. 


En cuanto a la organización que tienen los servicios desconcentrados de la Anep, sí es una novedad para el 
mundo, como muy bien lo señala la señora diputada. De todas maneras, creo que este no es el ámbito para 
opinar sobre cuáles deberían ser los organismos habilitantes y ejecutantes. Diría que, en mi experiencia en 
administración, tanto privada como pública, el que ejecuta no habilita a quienes son pares en la ejecución. 
Por lo tanto, sí creo en la habilitación de todos los servicios de educación de nivel terciario y, en el futuro, 
aspiro a tener un debate en cuanto a que los servicios educativos, tanto en secundaria como en primaria, sean 
habilitados por un organismo independiente, que no sea el organismo ejecutor de las políticas públicas de 
educación para niñas, niños y adolescentes. Ese es un tema, pero no el del momento. 


El tema del momento es, en primer lugar, el pedido de informes que realiza la señora diputada, que fue 
contestado. Recuerdo haberlo firmado, estará en viaje porque muchas veces los viajes interinstitucionales 
tienen una demora que no he logrado comprender, a pesar de los muchísimos años que llevo en la 
Administración pública. También hay demoras en el transitar de un piso a otro. 


Sí hubo irregularidades en las habilitaciones de las escuelas de enfermería, hay sumarios en curso. El 
expediente está en dirección Jurídica, a la vista. Se están tramitando las investigaciones. Lo que acá se 
plantea es algo mínimo, ya que el costo de cada habilitación es muy bajo; lo que se debe es sistematizar de 
mejor manera y ordenar desde el punto de vista administrativo la forma de pago, que se hace en el primer 
piso, luego sube al séptimo y después baja al sexto, sin control de las actividades. En realidad, el pago se 
hace por la solicitud de la habilitación y al que recibe el dinero no se le hace un control. El procedimiento es 
el siguiente: una entidad solicita ser habilitada, paga para la habilitación y luego se habilita o no, de acuerdo a 
lo que opina un colectivo con conocimiento de causa. Las habilitaciones de instituciones universitarias las 
realiza una dependencia de la Dirección Nacional de Educación, con ciudadanos con amplia experiencia en el 
tema y luego las habilitaciones son firmadas por el ministerio en una resolución. 


Por más detalles, cedo la palabra a la Directora Nacional de Educación. 


SEÑORA ANGELO (Rosita Inés).- Quisiera hacer algunas precisiones debido a la inquietud planteada por la 
legisladora. 


En cuanto a la preocupación por la acumulación de algunas funciones, quizá haya sido un error; quiero 
aclarar que la Dirección de Educación no tiene competencias sobre ningún museo. Todos los museos están 
bajo la órbita de la Dirección Nacional de Cultura, no sobre la Dirección Nacional de Educación. 


Entiendo que la preocupación también tiene que ver con las cuestiones que refieren al ámbito de las escuelas 
de enfermería habilitadas y allí -de hecho, consta en este informe que seguramente llegará porque hace 
tiempo que fue firmado por la señora ministra- se da cuenta de un proceso que me gustaría compartir con 
ustedes. Desde hace un año venimos desarrollando un fuerte proceso de ordenamiento de la gestión de las 
escuelas de enfermería. Tanto es así, que en este momento casi el 80% de las escuelas de enfermería se 
encuentran habilitadas o en proceso de habilitación confirmado. 


Al inicio del año 2016 partimos de un desafío: teníamos un alto número de escuelas que estaban pendientes 
de habilitación. 


Durante toda la gestión de 2016 y durante 2017, se ha generado el proceso de regulación de las habilitaciones 
y se han hecho investigaciones respecto a las denuncias. Tanto es así que, en algunos casos, se procedió a la 
investigación administrativa, al sumario y a las sanciones correspondientes. 


Otro punto planteado es un nuevo software para la gestión de las escuelas a través de la CAE, que es la 
comisión asesora para el tema de la habilitación, que se reúne periódicamente. En este momento, se ha 
generado un reglamento para la habilitación de escuelas. 


(Ocupa la presidencia el señor representante Óscar Groba) 


Por lo tanto, compartimos la preocupación y efectivamente confirmamos que es un punto en el cual 
hemos mejorado sustancialmente; sí tenemos que avanzar para que las escuelas habilitadas de enfermería -en 
este momento son 43 las habilitadas- puedan continuar mejorando su lógica de trabajo. 


Para finalizar, quiero señalar que como unidad ejecutora estamos sometidos a todos los controles que desde la 
dirección general y la pauta que el ministerio establece respecto a las rendiciones y que los montos que recibe 
la Dirección Nacional de Educación, por los trámites que se realizan ante ellos, son muy menores y se 
vuelcan al fortalecimiento de la gestión de la oficina habilitada de enfermería. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Me llamó la atención lo del Museo Histórico Nacional, pero no fui 
yo; alguien en el discurso general... o puedo haber entendido mal porque es obvio que tiene que estar en la 
dirección del museo. Pero, como había sido derivado, por las dudas lo aclaré. 


Obvio que tenemos que elevar la mira. No es un problema cuantitativo, es un tema cualitativo. Me estoy 
refiriendo a las potestades que se le dan a la dirección. No es un problema de cuánto pagan las escuelas de 
enfermería para lograr la habilitación. ¡Por favor! Yo no bajo a esos niveles ni muchísimo menos... Es un 
tema de gestión general. 


Con respecto a las universidades privadas, lo tengo claro. También tengo claro la autonomía que tiene la 
dirección de educación porque integré cuatro años el consejo consultivo de educación terciaria privada que 
asesora a la dirección de educación. Lo tengo claro. Obvio que llega al ministerio. Pero como corresponde, 
todo el proceso, además del consejo consultivo, lo hace la dirección de educación; tiene enormes potestades. 
Al ministro le llega como corresponde, si no no podría ejercer la función. En consecuencia, tiene un peso 
muy grande en las decisiones de las universidades privadas. 


Digo esto para aclarar y para que sepan que lo conozco 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda aclarado y plasmado en la versión taquigráfica su opinión y consideración 
sobre el tema, señora diputada. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA. El artículo 120 tiene que ver con la suma que el 
ministerio destina anualmente a la Comisión del Fondo Nacional de Teatro. 


Como lo señalamos anteriormente, es una comisión que está integrada por un representante del Ministerio de 
Educación y Cultura y un representante del Teatro Independiente, tanto de Montevideo como del interior del 
país. 


Esta cifra, que es pequeña, sirve para dar apoyo para que se puedan realizar las obras, fundamentalmente en 
el interior del país; son pequeños apoyos que van destinados a la producción o a alguna refacción menor 
necesaria para las obras. 


Creo que es ampliamente conocida la actuación de Cofonte; los rubros son exiguos, pero no tuvimos más 
posibilidades. 


El artículo 121 refiere a los jurados. Quisiera que tome la palabra la directora general para explicitar cómo 
está planteado el artículo, así como la carta que entregamos al señor presidente de la Comisión, haciendo 
algunas modificaciones. 


SEÑORA GONZÁLEZ GARGANO (Ana Gabriela).- El artículo trata especificamente de personas que 
tienen especiales condiciones, sea por la trayectoria o por la temática a evaluar dentro de su condición de 
jurados, para poder ejecutar premios y fondos concursables. 


En ese sentido, la Dirección Nacional de Cultura necesita la reasignación de fondos de funcionamiento para 
el rubro dietas -051- que es la modificación que presentamos en el día de hoy. 


Esas personas, con especiales condiciones -y es una previsión del artículo-, pueden estar en situación de 
actividad o de pasividad. Por ello la previsión que se establece en el propio texto de la compatibilidad de la 
percepción de las dietas con estas situaciones especiales. 


SEÑOR MAUTONE (Sergio).- El artículo 122 creo que es claro. Es una reasignación de fondos de 
$ 6.800.000 a favor de la conformación de contratos laborales que estaríamos destinando a fortalecer los 
recursos humanos en museos. 


El ministerio, que agrupa a todos los museos en una dirección que reporta a la Dirección Nacional de Cultura, 
viene desarrollando una política museística muy fuerte; cada vez más uruguayos están demandando nuestros 
servicios. Contamos con una visita ordinaria del entorno de los ciento ochenta mil ciudadanos al año, 
actividad reforzada, además, por eventos extraordinarios como Museos en la Noche, que convoca a más de 
ciento veinte mil uruguayos en todos el país o jornadas del patrimonio, con veinticinco mil visitantes solo en 
nuestros museos. Por lo tanto, es necesario ampliar el servicio, poder darle mayor calidad, ampliar los 
horarios -que es una demanda constante y permanente-; los museos, cada vez más, son reconocidos no solo 
por su valor, por su acervo, sino también por el aporte fundamental a la conformación de conocimientos y de 
identificación de nuestra sociedad. Por ese motivo, entendemos poder ampliar los servicios, además de apelar 
a otras disposiciones. Por ejemplo, este año nos presentamos al llamado de voluntariado a través del 
Ministerio de Desarrollo Social y contamos con un aporte importante de ciudadanos que, voluntariamente, 
donan su tiempo para participar de algunas actividades puntuales de acuerdo al marco que estipula la ley. 


(Ocupa la presidencia el señor representante Jorge Pozzi) 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Quisiera saber si tienen un estimativo de cuántos contratos deberían 
hacer para poder llenar las necesidades de los museos. 


Veo que en el artículo 118 se posibilita la contratación, a través de becas y pasantías, de determinado número 
de gente. Pregunto si no se podría utilizar esas becas y pasantías para atender los museos. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACION Y CULTURA.- En realidad, para las becas y las pasantías es 
necesaria una capacitación previa de los jóvenes para incorporarlos al mundo del trabajo; casi todos son 


primera experiencia laboral. 


El trabajo en los museos requiere un conocimiento importante no solo en cuanto a la preservación de las 
piezas que se exhiben, sino en lo que refiere a poder dar satisfacción a las interrogantes que los visitantes 
realizan. Además de brindar información a los chicos de escuelas y liceos que van a los museos, como 
manera de incrementar su conocimiento. A pesar de que van con sus docentes, es necesario que la persona 
que los recibe tenga un conocimiento acabado de lo que existe en el museo. Esto, como muy bien lo señala 
el director Nacional de Cultura, es a los efectos de que en los días en los que hay más visitas, que son los 
fines de semana, los museos puedan estar abiertos con personal capacitado, idóneo o profesional. No es 
posible una tarea realizada exclusivamente con pasantes. En general, los voluntarios que se han anotado para 
tareas en los museos son profesionales que han trabajado en los museos o que han desarrollado proyectos de 
investigación en distintas facultades y centros de estudios, y ven en la tarea que realiza el museo una manera 
de volcar a la sociedad los conocimientos adquiridos en su desarrollo profesional; no se trata de jóvenes que 
estén teniendo su primer encuentro con el mundo del trabajo. 


La cantidad no está determinada. 


SEÑOR MAUTONE (Sergio).- Una posibilidad es lo que nos permitirían los créditos, que es la 
incorporación de aproximadamente doce, trece o catorce recursos humanos. Esto no necesariamente satisface 
la necesidad que hoy tenemos, pero es un apoyo. No tenemos los números precisos, pero con gusto los 
podemos hacer llegar. Teniendo en cuenta que el Museo Histórico Nacional cuenta con ocho casas y 
sumamos seis museos de arte, tenemos una demanda muy alta en términos no solamente de mantenimiento, 
planificación y demás, sino también en recursos humanos para mantener las sedes abiertas los fines de 
semana. Por lo menos debemos disponer de cuatro a seis funcionarios, dependiendo de la magnitud de cada 
una de nuestras casas, y eso nos da una idea del número que eventualmente necesitaríamos incorporar. Esto 
no quiere decir que nuestros museos no estén abriendo hoy; la mayoría de ellos lo están haciendo a un costo 
alto en lo que tiene que ver con los recursos humanos, porque nos tenemos que apoyar en la voluntad de los 
funcionarios para poder cumplir con ese cometido. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El artículo 123 es el pasaje con los recursos 
humanos, materiales y presupuestales de la Dirección del Cine y el Audiovisual Nacional a la Dirección 
Nacional de Cultura. Este artículo no tiene costo; los créditos son los que ya existen. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Esto llama mucho la atención, porque hace exactamente cinco años el Gobierno 
anterior modificó la estructura que ahora se vuelve a modificar. En el 2012 se creó el Servicio de 
Comunicación Audiovisual Nacional integrado por Canal 5, radiodifusión y lo que en ese momento era el 
Instituto del Cine y Audiovisual del Uruguay. Ahí se cambia y se pasa a llamar Dirección del Cine y el 
Audiovisual Nacional. Se genera una unidad con estos tres servicios: Canal 5, las radios del Sodre y el 
Instituto del Cine y Audiovisual del Uruguay. Ahora se saca de ese desconcentrado especializado en la 
materia y lo pasa a la Dirección Nacional de Cultura. Vuelve atrás, y hay que volver a reasignar créditos, 
funcionarios, locaciones, etcétera. ¿Cuál es el argumento de estas marchas y contramarchas? Seguramente 
hay una evaluación negativa de cómo funcionó y cómo funciona este nuevo servicio de comunicación 
audiovisual nacional, que ahora va a quedar integrado, como lo hizo históricamente, por el Canal 5 y las 
radios del Estado. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Lo que puedo decir al señor diputado es lo que 
hemos visto en dos años y medio de gestión. Entendemos que la vinculación es mayor con la Dirección 
Nacional de Cultura que con la especificidad que, como muy bien él señala, tienen los medios de 
comunicación del Estado, tanto la radio como la televisión. El Instituto del Cine y Audiovisual del Uruguay 
tiene compatibilidad con la Dirección Nacional de Cultura en lo que va desde las industrias creativas hasta 
las actividades de los propios artistas de artes escénicas, que son los que muchas veces están vinculados 
también a la actividad cinematográfica. Hemos evaluado conjuntamente con el director del ICAU y con los 
directores de los medios y vimos que es mucho más cercana la pertenencia a la Dirección Nacional de 
Cultura porque el ICAU tiene una apertura hacia la innovación, la incorporación tecnológica y las 
manifestaciones que realizan los ciudadanos, y es más apropiado que esté en la Dirección Nacional de 
Cultura con la que tiene mayor compatibilidad de misión y objetivos. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Más allá de los fundamentos o la justificación desde el punto de vista de la 
mejor administración que ha invocado la señora ministra, en la medida en que se produce esta transferencia o 


este traslado de una unidad ejecutora a la otra ¿qué pasa con la unidad ejecutora original? Hay una unidad 
ejecutora llamada Servicios de Comunicación Audiovisual Nacional. Si a esa unidad ejecutora se le saca la 
dirección correspondiente al cine y el audiovisual ¿a qué se va a dedicar? ¿Qué queda en ella o cuál debería 
ser su destino manifiesto en función de este traslado? 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Los servicios que están actualmente son la radio y 
la televisión con sus correspondientes direcciones. Sale el ICAU y queda lo que está actualmente: la radio y 
la televisión del Estado. 


El artículo 124 es la creación en el Ministerio de Educación y Cultura de la vinculación del Archivo General 
de la Nación con el Centro Nacional de Documentación Musical Lauro Ayestarán. El Centro Nacional de 
Documentación Musical Lauro Ayestarán existe y el cometido es el que está en el artículo: recoger, reunir, 
correlacionar y custodiar las secciones de los acervos musicológicos uruguayos. Este centro estaba en la 
órbita de la Dirección General de Secretaría y, como en otros casos, entendemos que la Dirección General de 
Secretaría tiene que estar más abocada a la administración general y a la estructura administrativa de todo el 
ministerio, a los recursos humanos y a la ejecución de presupuesto de todo el ministerio y no tener 
distractores en su tarea. Esto cuenta con el aval de la directora del Archivo General de la Nación y de la 
propia Comisión Honoraria que entiende y custodia el archivo Lauro Ayestarán. 


Permítaseme unir esto al artículo 125, en el que solicitamos autorización para realizar un contrato laboral con 
alguien que se dedique a la custodia de este archivo en relación directa con el Archivo General de la Nación. 
Cuando hablábamos de manera general sobre esta temática, decíamos que el país necesita pensar en cómo 
otros archivos de música popular uruguaya son preservados y destinados a la investigación que realizan 
muchos músicos o musicólogos sobre lo que ha sido la actividad del país. Entendemos que hay una etapa que 
no está bien atendida y estamos procurando su identificación en primer lugar para después plantear su 
incorporación al Archivo General de la Nación. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- Quiero hacer unas preguntas sobre el texto del artículo 125, que me ha 
llamado la atención. 


Si se crea un Centro Nacional de Documentación que tiene carácter permanente no entiendo por qué no se 
crea el cargo de director de dicho centro y en cambio se lo contrata. No entiendo por qué se provee el cargo a 
través de un contrato de trabajo y no creándolo. 


En segundo término, me llama la atención la compatibilidad del contrato con la percepción de ingresos 
públicos. Podría ser un funcionario público que acumula el cargo que va a tener por contrato con su empleo 
público actual, o bien con ingresos jubilatorios o pensiones. Por otro lado, me llama la atención que la 
contratación en sí misma y la modificación o renovación del contrato -en la modificación del contrato 
supongo que se puede incluir el cambio en la remuneración- estarán exceptuadas del procedimiento de 
reclutamiento y selección de la Oficina Nacional del Servicio Civil, con lo que me estoy imaginado un 
proceso de selección hecho en el propio ministerio. Quiero saber por qué se da este mecanismo y no se crea 
el cargo dentro de toda la normativa de selección y por qué el contrato tendría estas peculiaridades que se 
piden en este artículo. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- El artículo 125 se puede leer entre líneas, porque crea un contrato laboral de 
acuerdo a lo que establece el artículo 54 de la Ley N* 18.719, que fue la que ordenó todos los tipos 
contractuales -el contrato artístico, el caché, y fue renovando todos los sistemas- y los definió, y luego se 
dedica a violar todo lo que establece un contrato laboral. El artículo 54 dice que es un contrato de derecho 
privado, o sea que en un contrato de derecho privado se va a elegir a una persona que dirige una institución 
pública. Luego dice: "[...] se documentará mediante la suscripción de un contrato en el que se establecerán 
las condiciones de trabajo respectivas." -que no son las del contrato público- "Solo podrá ser utilizado por 
razones de necesidad, expresamente justificadas y en ningún caso para la prestación de tareas permanentes". 
Esto es tarea permanente, y el artículo dice en ningún caso. "El plazo o condición deberá ser previsto de 
antemano y no podrá superar los doce meses" -no se puede renovar, acá lo plantea, y no puede superar los 
doce meses-. "El vínculo se extinguirá por agotamiento del plazo o cumplimiento de la condición. Las 
contrataciones se realizarán mediante concurso o sorteo en el caso de funciones calificadas, a través del 
Sistema de Reclutamiento y Selección [...]". Todo esto aquí se excepciona: no pasa por el sistema de 
reclutamiento; es privado, pero dirige lo público; no tiene un plazo; se puede renovar, y cuando establece 
estas compatibilidades, parece tener nombre y apellido. Si lo tiene, deberían crear un cargo de particular 


confianza política. Claro, si alguien es nombrado para desempeñar un cargo de particular confianza política y 
está jubilado, debe optar, y si tiene otro empleo público, lo puede reservar; no puede acumular los dos. Por 
este caso absoluta e increíblemente excepcional de una norma general que todos hemos tratado de respetar, se 
lo puede nombrar; se le hace un contrato privado, que se le podría extender, dirige una actividad permanente 
y puede ser empleado público o jubilado y dirigir esto. 


Por supuesto que este tema va a estar sobre la mesa cuando venga aquí la Oficina Nacional del Servicio Civil, 
que ha sido la promotora de ajustar toda la contratación pública a las normas generales para que después no 
estemos permanentemente en juicios o regularizando situaciones que se escapan de una normativa que ha 
tratado de ser bien definida para ajustar dentro de ella todos los tipos contractuales que existen. Me parece 
que aquí hay un apartamiento clarísimo de la normativa general y se fuerza un tipo contractual. Esto no se 
parece en nada, más allá de su nombre, a un contrato laboral; es precisamente lo contrario a un contrato 
laboral, que es un contrato privado, de otro tipo. Y como es privado, no se puede renovar porque es una 
contratación privada que el Estado hace. Estaba previsto para otro tipo de cosas. No sé si recordarán que este 
contrato se creó para regularizar aquellos contratos zafrales que el Estado tenía, que eran muy irregulares y 
complejos. Entonces, se establecieron en la propia definición contractual mecanismos de transición para que 
los zafrales fueran transformándose en contratos laborales, unos y en contratos permanentes, otros, y 
regularizábamos aquella categoría muy excepcional y desprolija que el Estado tenía para contratar, que era la 
de los zafrales. De esa manera, los zafrales se transformaron en laborales, pero para que no generaran 
derechos y luego se presentaran ante el Estado reclamando el cargo público por su permanencia en una 
relación de vínculo y de dependencia, se estableció que no se podían renovar y que podían ser solo por un 
año, para situaciones excepcionales y debidamente fundadas. Entonces, no parece lógico que se cree una 
nueva dependencia, que es un centro nacional de documentación musical, y que se lo encargue a un contrato 
privado que solo puede durar un año en una situación que no es excepcional, sino, por el contrario, 
permanente, porque la ley así lo establece. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Han sido muy pertinentes las observaciones de los 
señores diputados Mujica y Gandini, pero, en realidad, no estamos creando un cargo de dirección, sino que se 
está planteando una secretaría ejecutiva. Se está planteando con esas condiciones porque entendemos que la 
función que realiza el Centro Nacional de Documentación Musical Lauro Ayestarán debe estar vinculada con 
el Archivo General de la Nación, pero este no está reestructurado. Por lo tanto, no tenemos cómo categorizar 
dentro de la reestructura del Archivo este tipo de cargo. Por supuesto que esto ya fue visto y acordado con la 
Oficina Nacional del Servicio Civil, y fue aceptado en la medida en que el Archivo no está reestructurado. 


¿Qué es lo que estamos incorporando al Archivo General de la Nación? Estamos incorporando lo que desde 
hoy señalábamos que es el acervo musicológico del país; está preservado exclusivamente el archivo de Lauro 
Ayestarán y el de Alfredo Zitarrosa, del cual está realizándose actualmente su informatización. Entendemos 
que hay muchos más autores uruguayos -como todos los legisladores aquí presentes conocen- pasibles de 
incorporarse a un archivo musicológico en la medida en que empecemos a trabajar este tema en el marco del 
Archivo General de la Nación. ¿Por qué ese marco? Porque de alguna manera es el encargado del archivo y 
de la protección de la historia -en múltiples facetas- de la vida nacional, y creemos que el archivo o los 
archivos de música deben estar en esa dirección. 


Por otra parte, debo decir que no se crea un cargo de dirección porque no se plantea que sea un director. Se 
plantea que sea un secretario ejecutivo. ¿Por qué se hace como un cargo de inicio de secretario ejecutivo y no 
se incorpora totalmente en el Archivo General de la Nación? Porque reitero que ese Archivo no se ha 
reestructurado. Es por eso que la Oficina Nacional del Servicio Civil ha contemplado esa excepción y cuando 
asista, lo explicará de la misma manera que nosotros. Por lo tanto, se trata de una función no permanente. 
Estaríamos en contra de crear un cargo de dirección para algo que no es una dirección. 


En cuanto al monto de los haberes que percibirá el secretario ejecutivo, pediré que se dé la palabra a la 
contadora Lilián Morales, que es la que tiene los montos de la asignación presupuestal. 


SEÑORA MORALES (Lilián).- Lo que se calculó para ese contrato fueron $ 60.000 nominales. Ese es el 
costo. 


Queremos aclarar que antes de ingresar todos los artículos se les calcula el costo que tienen o no; no sé si los 
legisladores tienen esa información. En cuanto a este artículo, por ejemplo, está discriminada toda la 
información en cuanto a cómo se calculó el sueldo de esa persona a contratar. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Solicito que se otorgue el uso de la palabra a la 
directora general para que se refiera al artículo 126. 


SEÑORA GONZÁLEZ GARGANO (Ana Gabriela).- Como pueden apreciar, el artículo 126 establece la 
modificación del artículo 28 de la Ley N* 18.046. Sin perjuicio de que la modificación implica el cuadro que 
abarca varias unidades ejecutoras, la diferencia la van a encontrar solamente en las previsiones referidas al 
Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente Estable. ¿Cuál es esta modificación? Consiste, 
precisamente, en la actualización del sistema de remuneraciones acorde con los niveles de investigación y de 
docencia previstos y necesarios para el funcionamiento de este Instituto. 


Las modalidades de contratación vigentes que preveía la Ley N* 18.046 y las escalas salariales no se adecuan 
a las necesidades actuales del Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente Estable. Por ejemplo, los 
créditos se ajustan de acuerdo con el incremento salarial de los funcionarios de la Universidad de la 
República y no de la Administración Central, a la que pertenece este Instituto. Entonces, lo que se prevé es la 
actualización del sistema de retribución de las horas docentes, incorporando tres niveles de investigación y de 
docencia y los posdoctorales, que es lo que habilitará la adecuación de las necesidades del Instituto sin tener 
que regirse por las escalas previstas por la ley para la Universidad de la República. 


SEÑOR OLIVERA (Nicolás).- Hemos hecho una pregunta de manera reiterada y como no hay un artículo 
específico con respecto a la situación del Sodre acerca de lo que hemos preguntado y aquí hay asignaciones 
presupuestales para él, vamos a plantear, por tercera vez, la interrogante que tiene que ver con este tema, que 
es más de ejecución presupuestal que de articulado. Queremos saber cuánto recibió el Sodre de las partidas 
previstas por la asignación del 20% de las pautas publicitarias que se contratan por todo concepto desde el 
Poder Ejecutivo, entes autónomos, servicios descentralizados y empresas con capital estatal. Deseamos 
conocer el monto total y si realmente hay espacio para cumplir con todas esas pautas publicitarias. En el caso 
de que no se cumplan, preguntamos qué se hace con ese dinero que entra. 


Reitero que tenemos información de UTE, por ejemplo, según la que se asignó un 20% de la pauta en 
televisión, que correspondió al Canal 5, especificamente $ 11.664.000, pero se señala que las pautas 
realizadas y facturadas en Canal 5 fueron de $ 6.000.000. Después hay un renglón en el que se expresa 
"desviación negativa sobre facturación". Esta es información de UTE, pero quiero saber cuál es la 
información del Sodre. Por tercera vez vamos a reiterar que hicimos un pedido de informes que no ha sido 
contestado y, por eso, creemos que esta es la instancia ajustada y correcta para hacer esta consulta. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Vamos a enviar posteriormente esa información al 
señor diputado Olivera. 


El artículo 127 refiere al cambio de denominación de la actual Dirección de Innovación, Ciencia y 
Tecnología para el Desarrollo. Tal como anteriormente comentamos, este es un cambio de denominación, 
pero también en sus objetivos de trabajo. Este apunta al desarrollo de la ciencia y del conocimiento, 
respondiendo a la necesidad de estimular a nuestros niños, niñas y jóvenes para que se inclinen más por las 
carreras científicas de lo que lo hacen hoy en día. Por lo tanto, esa dirección tomaría el nombre de Dirección 
para el Desarrollo de la Ciencia y el Conocimiento, y estaría en estrecho contacto con la Secretaría de 
Ciencia y Tecnología, que se creará en estos días en la órbita de la Presidencia de la República, de la misma 
manera que es la que nos sustituye en el grupo de trabajo creado por el Gabinete de la innovación, la ciencia 
y la tecnología, cuya ley el Parlamento ha aprobado recientemente. 


Los artículos 127 y 128 refieren al cambio de denominación y a la asignación de los recursos existentes; no 
hay nada con costo. 


El artículo 129 es el que tiene un costo de $ 2.000.000. Por él hemos entregado una nota al presidente de esta 
Comisión, porque los gastos del programa "Un instrumento, un niño", que es el proyecto que se viene 
llevando a cabo liderado por la Orquesta Juvenil del Sodre -que, por supuesto, cuenta con el apoyo del 
Consejo correspondiente del Sodre-, necesita ampliar sus actividades. Es deseable llegar a más niños. El 
dinero de este proyecto es exiguo, pero es lo que podíamos disponer en esta oportunidad como para darle un 
impulso y matrizar también en el cuerpo legislativo y en la opinión pública la necesidad de continuar 
avanzando con la enseñanza de la música y con el acercamiento a la Orquesta Juvenil y la creación de 
orquestas. Ya hay orquestas juveniles en los distintos departamentos del país, inclusive en zonas alejadas de 


las capitales departamentales, como es el caso de Río Branco, donde hay una orquesta juvenil de violín y 
flauta dulce que es una maravilla. 


SEÑOR MUJICA (Gonzalo).- Quiero hacer algunas preguntas respecto a este proyecto, ya que me sorprendió 
porque cuando empecé a leer acerca de él, pensé que este iba a estar vinculado con la enseñanza primaria. Me 
parecía que eso era pertinente, porque estaba al tanto de que Primaria contrata a los profesores de música a 
través de las comisiones de fomento. Por lo tanto, no es una actividad que esté regularizada y por eso hay 
escuelas que los tienen y otras que no. Suponía que el proyecto "Un instrumento, un niño" iba a reforzar esa 
política educativa vinculada con la música en particular o al arte en general. Cuando me encontré con este 
artículo, por el cual el Sodre es el que financia el proyecto, la primera pregunta que me hice fue por qué esto 
no lo está financiando Primaria o no se está coordinando junto con Primaria. Además, me pregunté cuál era el 
soporte que había detrás de este proyecto, porque si se le entrega un instrumento al niño, supongo que uno 
tiene que saber qué instrumento entrega a cada niño, para qué y, a su vez, debe haber alguien que le enseñe a 
ejecutarlo o a disfrutarlo; de lo contrario, no tendría valor educativo, más allá de que la acumulación de 
instrumentos en la casa de los niños termine en que alguno de ellos se dedique a tocar alguno de forma 
amateur. Pero, en última instancia, parecería que como proyecto del Estado debería tener que ver con una 
propuesta educativa. 


Sigo sin comprender esta lógica doble, es decir, por un lado está el proyecto del Sodre, de la Orquesta Juvenil 
y, por otro, esta realidad de la enseñanza de la música en Primaria. Por estas razones, mi pregunta refiere a 
cómo se está pensando el desarrollo de todo esto. Si realmente este fuera un programa educativo, lo debería 
financiar la institución que se ocupa de la educación primaria, que sería lo lógico y lo deseable, más allá de 
que pueda llevarse adelante la colaboración de la Orquesta Juvenil del Sodre o con todo el Sodre en general. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- En realidad, este es un proyecto estrictamente 
vinculado con la Orquesta Juvenil del Sodre. 


La Orquesta Juvenil del Sodre también tiene o contrata docentes para que los niños se acerquen 
voluntariamente a aprender un instrumento y a desarrollar su pasión por la música en distintos tipos de 
espectáculos, ya sea en la orquesta juvenil como tal o en orquestas que existen en barrios de distintos 
departamentos. Por ejemplo, recuerdo la orquesta de Río Branco y una de San José, en la cual algunos de los 
niños participan en la orquesta nacional -por así decir- y, otros, en la local. 


No es que cada niño se lleve un instrumento a su casa; una vez que el niño es incorporado a las actividades de 
la orquesta, sí lleva el instrumento a su casa -muchos de ellos lo hacen- porque practica. Esa actividad está 
estrechamente vinculada con que el niño cumpla las actividades curriculares de la enseñanza primaria, es 
decir, debe asistir a la escuela y a la enseñanza media, pero no está dentro de los programas exclusivos ni de 
Primaria ni de la educación media, sino de la Orquesta. Esto ha tenido muchísima adhesión, 
fundamentalmente en el interior del país, pues hay distintas orquestas en los departamentos; además de la de 
San José y Río Branco, hay otras. 


Por otra parte, cabe señalar que Educación Primaria ya tiene una inspección general de arte -más adelante, la 
señora subsecretaria podrá ahondar al respecto-, y allí se reflejan todas las actividades artísticas, no 
exclusivamente la musical. 


Creemos que la orquesta juvenil ha marcado un hito fundamental en el país, sobre todo, en la adhesión de 
niños y niñas a la música y, de alguna manera, en querer pertenecer a una orquesta o trabajar en ella. Todo 
esto despierta la necesidad del aprendizaje musical y el trabajo en equipo, pues una orquesta no se hace con 
solistas, sino en grupo, lo que mejora el aprendizaje de las distintas disciplinas de la educación formal. 


El presidente del Sodre puede profundizar acerca de este tema. 
SEÑOR IBARRA (Doreen Javier).- Antes que nada, quiero saludar a todos y a todas. 


Efectivamente, cabe señalar que este programa ya está en ejecución. Comencemos por mencionar que en 
Montevideo hay centros de formación territorial, es decir, núcleos que dependen directamente de la Orquesta 
Juvenil y del Sodre: en Ciudad Vieja, al este de Montevideo, en Flor de Maroñas, en La Teja y también en los 
Municipios F y A. Inclusive, los vecinos votaron, en su oportunidad, a través del presupuesto participativo, la 
posibilidad de comprar instrumentos a los niños y niñas. En el interior del país, tenemos en Ciudad de la 


Costa, Las Piedras, Florida, Sarandí Grande, Durazno, Sarandí del Yí, San José, Soriano -Dolores-, dos en 
Paysandú y dos en zonas periféricas de Paysandú. O sea que todo esto se está desarrollando; algunos centros 
de formación se concretaron y, otros, no. 


Este es un programa de acción social a través de la música. El programa "Un instrumento, un niño" promueve 
la concreción de los objetivos del desarrollo sostenible al garantizar una educación inclusiva, equitativa y de 
calidad, y al promover oportunidades y aprendizaje durante toda la vida de los niños y niñas. 


Además, el programa "Un instrumento, un niño” constituye una alternativa para afianzar la democracia y para 
fortalecer las iniciativas de convivencia, en la medida en que aporta equilibrio de oportunidades de práctica 
cualificada, de formación y de expresión musical entre las diferentes regiones del país. 


Este proyecto ya está en funcionamiento. Estos $ 2.000.000 que se asignan por el artículo 129 -como decía la 
señora ministra- constituyen un inicio, apenas, a efectos de que el Sodre directamente pueda aportar en forma 
concreta para la compra de instrumentos y para la formación de niños y niñas a partir de siete años. 


Quizás algunos legisladores han visto la Orquesta Juvenil del Sodre; realmente, es emocionante ver a niños y 
niñas pequeñitos, muchos de ellos de siete años, tocando en la orquesta juvenil, provenientes de actividades 
de los centros de formación territoriales, tanto de Montevideo como del interior del país. 


Por lo tanto, para nosotros, es vital este inicio, apenas, para el Sodre, desde el punto de vista de aportar 
económicamente a este proyecto. Esto no tiene costo, porque los $ 2.000.000 salen de las arcas del Sodre, 
tanto de funcionamiento como de inversiones. Esperamos que para las próximas rendiciones de cuentas ellos 
se incrementen, por supuesto que a través de la ley de rendiciones de cuentas y no del Sodre, porque siempre 
estamos medio ajustados. 


Como integrantes del Consejo Directivo del Sodre y del MEC, apoyamos esta iniciativa. 


Podemos hablar sobre el presupuesto de los instrumentos, que, por supuesto, no son para profesionales, sino 
para esos niños que recién se inician. Por ejemplo, las violas cuestan $ 7.500; los violonchelos, $ 10.500; los 
contrabajos, $ 23.000; los violines, $ 2.200, etcétera. 


Si el Parlamento aprueba esta iniciativa, el año que viene comenzaremos a trabajar sobre el particular. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Si se me permite, cedo la palabra al señor 
presidente del Sodre a fin de que haga mención al artículo 130. 


SEÑOR IBARRA (Doreen Javier).- El artículo 130 tiene que ver con los contratos artísticos. Este es un tema 
que lo estamos sufriendo en carne propia, la Dirección del Sodre y, por supuesto, el MEC, y que también han 
sufrido las anteriores direcciones. ¿Por qué? Porque el Sodre tiene una especialidad en materia artística y 
cultural, que implica atender los distintos cuerpos estables, como la Ossodre, el Coro Nacional, el Ballet 
Nacional, las Escuelas de Formación Artística y el Coro Nacional de Niños del Sodre, que se instaló el año 
pasado, que realmente está funcionando muy bien. Todos esos compromisos nos obligan, en determinado 
momento, como organismo atípico dentro de la Administración Central, a contratar artistas para 
desempeñarse como solistas, músicos o coreutas en actuaciones puntuales para conciertos específicos. En la 
gestión artística y cultural, los procedimientos para la contratación artística están previstos en el artículo 52 
de la Ley N* 18.719. Las características peculiares de la actividad de los artistas hacen que sea inapropiado el 
régimen actual. Por esta razón, hemos dialogado mucho con el MEC, que a su vez dialogó con la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, a fin de agilizar en algo ese trámite, que no deja de ser burocrático, puesto que el 
contrato artístico pasa por distintas oficinas y demora -aunque no lo crean- cuatro, cinco o seis meses, a pesar 
de que muchas veces estamos arriba del expediente, del trámite. Esto origina problemas a la hora de contratar 
un suplente de un coreuta o de un solista de coro, musical, porque no tiene ningún tipo de atracción, ya que 
saben que el cobro lo van a recibir varios meses después. 


Entonces, con este artículo de alguna manera se logra -reitero que en conversación con la Oficina Nacional 
del Servicio Civil- no dejar afuera a nadie. Si el artículo 130 es aprobado, con la Oficina Nacional del 
Servicio Civil se haría una reglamentación dirigida a los contratos artísticos y se llegaría a un acuerdo general 
de cómo tenemos que trabajar a los efectos de agilizar el trámite y, a partir de allí, no tendría por qué actuar la 


Oficina Nacional del Servicio Civil, pero sí siempre el Ministerio de Educación y Cultura, que, por supuesto, 
es nuestro hermano mayor que, en definitiva, da la última palabra. 


Quiero que los señores diputados y las señoras diputadas entiendan que esto es imprescindible para agilizar el 
funcionamiento del Sodre y para permitir que tengamos la posibilidad de contratar solistas del extranjero o a 
solistas de nuestro propio país, que muchas veces deben esperar meses para cobrar por su actuación. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Como recién acaba de hablar el presidente del Sodre, quiero recordar mi 
pregunta con relación a cuántos fideicomisos existen en el Ministerio de Educación y Cultura, cuántos en el 
Sodre, qué estructura funcional tienen, quiénes son sus jerarcas y si ellos perciben algún tipo de salario o 
dieta por realizar esa tarea. 


Si hoy no se tiene la información, agradecemos que nos la hagan llegar en el transcurso del tratamiento del 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas. SENOR OLIVERA (Nicolás).- Ya que estamos con el tema del 
Sodre, simplemente, quiero dejar una constancia. 


Vemos muy preocupados al Ministerio de Educación y Cultura y al Sodre por cambiar la manera en que se 
contrata y buscar formas para hacerlo de manera directa, por fuera de las pautas que hoy están planteadas a 
través de las leyes, pero advertimos que en esta Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal el 
Ministerio no hace rendición de cuentas ni balance de ejecución presupuestal, porque ante mínimas preguntas 
que hacemos de cómo recibe su ingreso por concepto de publicidad oficial no ofrece absolutamente ningún 
número. Y, discúlpeme, señora ministra, pero el ninguneo no viene solo por la respuesta que la estoy 
esperando desde hace siete meses, sino porque me dicen: "Le vamos a hacer llegar la información". La 
verdad, esto le quita credibilidad a este instrumento tan importante por el que las autoridades vienen al 
Parlamento realmente a rendir cuentas, lo que, en este caso, el Ministerio de Educación y Cultura no ha 
hecho. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- La información que ha solicitado el diputado 
Olivera la enviaremos. 


Vamos a continuar con el articulado. 

El artículo 131 tiene que ver con la solicitud de la autorización para la venta de un edificio que tiene... 
(Interrupciones) 

———¿Se rindió Olivera? 

(Interrupciones) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Siga adelante, señora ministra, por favor. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Si se rindió Olivera y fue por nocaut, me siento 
muy orgullosa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Siga adelante, señora ministra, por favor. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA. El artículo 131 tiene que ver con la venta de un 
edificio prácticamente ruinoso en el departamento de San José. Esto también fue solicitado por el gobierno 
municipal, porque la edificación está en la zona céntrica del departamento. Por eso solicitamos la 
autorización a este Cuerpo. 


Le pediría que el doctor Pablo Maqueira se refiriera a los artículos 132 a 135. 


SEÑOR MAQUEIRA (Pablo).- Tal como habíamos comentado al principio, el marco general de los artículos 
132 al 135 es muy técnico y refiere a la materia registral. Su elaboración surge de la comisión que está 
trabajando en la implementación del proyecto de la DGR digital, conformada por técnicos de la DGR y de 
Agesic. 


Una vez más, el artículo 132, en su inciso primero, equipara la firma electrónica avanzada a la firma 
autógrafa hoy requerida en los documentos. 


El inciso segundo faculta a la Dirección General de Registros a ir implementado, por resolución, los avances 
que se vayan dando en ese proyecto, tanto en los documentos como en la minuta electrónica. 


El artículo 133 establece que los registros de bases subjetiva se ordenarán por cédula de identidad o RUT, 
además del nombre que corresponda, para generar mayor precisión en la información que brinda DGR, y 
también para facilitar la interoperabilidad con las bases de datos de diferentes organismos como, por ejemplo, 
la DGL, las intendencias, el Sucive, etcétera. 


El artículo 134 refiere a los distintos regímenes de registros en materia de propiedad horizontal. Cuando no es 
necesario el registro de reglamento de copropiedad, el registro queda con una información que no refleja 
exactamente cuál es la realidad jurídica de las unidades de esas propiedades horizontales. Lo que se procura 
es que, disponiendo la inscripción del plano, desde el inicio se pueda abrir matrícula a las unidades de las 
propiedades horizontales. 


Lo que agrega el artículo 135 es un inciso al artículo 43 de la Ley Orgánica Registral, que refiere a la 
posibilidad de dar información respecto a mandatos y poderes de más de treinta años. El artículo original dice 
que no se da información registral de mandatos y poderes de más de treinta años pero, en casos 
excepcionales, cuando se solicite con fundamento, se debe brindar. Lo que establecemos en este artículo es 
qué alcance tiene la naturaleza de la información que se brinda, que no puede ser con carácter de 
certificación, básicamente, por la forma de registración. Desde 1969 hacia atrás no se cuenta con la 
información óptima. Lo que se da es esa información, con la que el usuario puede recurrir a la matriz notarial 
y obtener -en los casos en que se necesita- la información que requiera, con valor de certificado. Reitero que 
son casos excepcionales. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- ¡Bienvenido este proceso de culminación de la digitalización!, porque 
es increíble que todavía se estén haciendo las minutas con máquina de escribir. Creo que es una confirmación 
del proceso. 


Me preocupa el enlace de la firma electrónica entre la registración que va al documento, con firma del 
escribano, y la parte digitalizada de la inscripción, que se podrá obtener on line. Pero, si no recuerdo mal, se 
dijo que estaban coordinando con la Suprema Corte de Justicia porque, obviamente, estamos sometidos a la 
inspección y al control. Somos los únicos depositarios de fe pública, y eso es complicado, pero me tranquiliza 
que sobre esto estén hablando con la Suprema Corte de Justicia. 


Quiero hacer algún comentario a los solos efectos de aclarar, porque estos artículos son los que, en el 
plenario, se votan muy rápidamente. Tengo algunas dudas y quisiera aclararlas porque, después, cuando 
vamos al territorio, a la trinchera, hay problemas. 


Con respecto al artículo 134, me parece que la solución hubiera sido otra: obligar a hacer el reglamento de 
copropiedad, porque no sé qué régimen no tiene reglamentos. Alguno va quedando, pero creo -no lo 
verifiqué; pido disculpas- que en virtud de la última reforma de la ley de propiedad horizontal, que es del año 
pasado, todos deben tener reglamento. Antes, los únicos que no se inscribían eran los que se construían en el 
régimen de propiedad horizontal, o sea, en el régimen de la Ley N* 10.751, pero me parece que la mejor 
solución sería obligar a hacer el reglamento. 


Es, simplemente, una sugerencia, ya que estamos acá. Me hubiera gustado compartirlo antes y no decirlo 
ahora, pero recién me entero. La cuestión es que inscribir un plano no significa la incorporación a propiedad 
horizontal; eso es derecho de fondo, no es instrumental. 


El artículo 135 me preocupa un poco más, porque no existe la obligatoriedad de inscribir los mandatos o 
poderes, sino las revocaciones, sustituciones o modificaciones. En consecuencia, la redacción puede prestarse 
a confusión. Supongo que quien lo redactó lo sabe, porque tiene que haber sido un escribano o alguien muy 
cercano a un escribano, pero insisto en que esto puede dar lugar a confusiones, porque los mandatos o 
poderes no se inscriben. 


Hay otro elemento que puede prestarse a confusión, sobre todo en un proceso dominial -que siempre son de 
treinta años-, cuando la documentación pasa a ser estudiada para la venta o la hipoteca de un inmueble; 
obviamente, los escribanos y, en especial, los de los bancos, tanto públicos como privados, son muy celosos 
en ese sentido, y está bien. Como dije, no puede haber mandatos inscritos, porque no se inscriben, pero en el 
artículo se dice: "[...] de los asientos existentes desde el año 1969 inclusive. Respecto de los asientos 
anteriores, la información que se brinde tendrá carácter meramente informativo, no siendo oponible a 
terceros”. ¿Para qué lo pusieron? Como no está dentro del proceso dominial, esto puede prestarse a 
muchísimas confusiones. Voy a mencionar un caso concreto que se da con mucha frecuencia. Si uno trabaja 
con el Banco Hipotecario o con el Banco de la República, cuyos servicios jurídico-notariales son excelentes, 
en general, no hay problemas. Pero, muchas veces, en los bancos privados, las directivas relativas al estudio 
de títulos, decisiones u observaciones, vienen de sus casas centrales, que pueden tener el mismo origen en el 
derecho notarial o pueden ser diferentes, como ocurre con los bancos canadienses que hay instalados aquí, 
cuyas casas centrales se rigen por el derecho anglosajón. 


Entonces, quiero por lo menos que quede la constancia de que esto es más una complicación que una 
solución. Sé que buscaron la solución, pero me imagino que si al escribano de un banco, que está del otro 
lado del mostrador y que, además, tiene un gerente que no es escribano, le surge alguna duda, puede terminar 
en un rechazo del título por el principio de defensa que tienen los bancos, sobre todos los privados. Reitero 
que esto no sucede con el Banco de la República ni con el Banco Hipotecario, porque tienen oficinas 
jurídico-notariales excelentes y con criterio de derecho de fondo. Pero puede ocurrir -con mayor frecuencia 
de lo que pueden pensar quienes no operan en el ámbito notarial- que, por las dudas, por el famoso principio 
de seguridad -que, en realidad, implica dudas en el derecho de fondo-, los privados puedan rechazar algún 
título. 


Quisiera que tuvieran la gentileza de explicarme el por qué de esto. Tal vez es producto de mi ignorancia, 
pero no veo para qué ponemos algo que es meramente informativo. 


Reitero que felicito todos los avances de informatización se están haciendo en materia registral, que son muy 
importantes. 


SEÑOR MAQUEIRA (Pablo).- Con respecto al artículo 135, lo que dice la señora diputada es exactamente 
así: no se inscriben los mandatos ni los poderes, sino las modificaciones y las cancelaciones; quizás me haya 
expresado mal. Lo que sucede es que este artículo agrega un inciso al artículo 43 de la Ley N? 16.871, o sea 
que hay que leerlo en conjunto. El artículo 43 de la citada norma dice: "No se expedirá información respecto 
de mandatos y poderes otorgados hace más de treinta años, salvo que el interesado justifique en la solicitud la 
razón de su consulta". Las modificaciones y las cancelaciones son información respecto a mandatos y 
poderes. A continuación, se agregaría el inciso propuesto, que hay que entenderlo referido a la información 
de mandatos y poderes, no a su inscripción. 


En cuanto a la expresión "no siendo oponible a terceros", quiero decir que estos artículos son muy técnicos y 
surgieron de la comisión de escribanos que trabaja junto con la Agesic. Lo que se pretende es reafirmar el 
carácter informativo, pero no tendríamos inconveniente en terminar el artículo en "informativo". De todas 
formas -siempre con carácter informativo-, si quieren tener valor oponible, deberán ir a la matriz del 
escribano y sacar un documento con ese valor, pero no hay problema con terminar el artículo ahí. 


SEÑORA BIANCHI POLI (Graciela).- Sé que esto es muy aburrido, pero cuando los ciudadanos van a tratar 
de comprar o de obtener un crédito, el trámite se complejiza por errores nuestros, de los legisladores. 


En realidad, si se mantuviera la expresión "meramente informativo", yo también dejaría "no siendo oponible 
a terceros", pero desde el punto de vista técnico no está bien, porque nuestro sistema registral no es 
constitutivo sino meramente declarativo. En consecuencia, esto, en idioma español, es un pleonasmo vicioso, 
porque se expresa lo mismo de dos maneras distintas. 


Me parece que me preocuparía un poco más si dejamos "meramente informativo" y punto. Tal vez quedaría 
técnicamente mal, pero más vale que esté claro y que se deje la expresión "no siendo oponible a terceros", y 
esperemos que no haya inconvenientes. No olviden -siempre decimos lo mismo- que lo importante es el 
espíritu de la norma. Cuando el texto ley no es claro, vamos al espíritu de la norma y, antes que nada, 
recurrimos a la discusión parlamentaria. 


Reitero que no tengo dudas de que este es uno de los artículos que en la discusión parlamentaria se aprobarán 
sobre tablas; simplemente, quería dejar planteada la inquietud por si hay alguna posibilidad de revisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se tomará en cuenta la inquietud de la señora diputada. 


SEÑOR MAQUEIRA (Pablo).- Diría que terminar el artículo en "meramente informativo" estaría bien; lo 
otro tiene valor de certificación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos todos de acuerdo, tomamos nota de esto. 
(Apoyados) 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Voy a formular una solicitud, sin ánimo de distorsionar la exposición de la 
señora ministra y de las autoridades ni con el afán de tomarlos por sorpresa. 


Me consta -porque se ha hablado de eso en las instancias presupuestales- que la Dirección de Asuntos 
Constitucionales, Legales y Registrales está trabajando en un relevamiento con relación a toda la abogacía 
del Estado. No estoy pidiendo información al respecto ahora, sino que se nos haga llegar algún estado de 
situación con relación a un tema que a todos nos ha preocupado; sobre esto hemos hablado con el doctor 
Maqueira en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración. 


Esto también tiene connotaciones presupuestales, por razones que todos conocemos. Entonces, si hubiera 
algo ya para informar -no hoy, sino en el curso de las próximas jornadas-, sería muy interesante conocerlo. 


SEÑOR MAQUEIRA (Pablo).- Respecto a lo que plantea el señor diputado Abdala, quiero decir que estamos 
haciendo un relevamiento en dos etapas. 


En estos días estamos recibiendo información de los diferentes Incisos de la Administración Central. Además, 
se está trabajando en un proyecto en conjunto con el Ministerio de Economía y Finanzas y la Agesic, para 
generar una herramienta un poco más ambiciosa que el mero relevamiento. Tenemos una fecha límite para 
procesar esa información y no hay problema en enviarla en cuanto la tengamos pronta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correcto. 
Seguimos adelante. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- En el artículo 136 se plantea la realización del 
Censo Nacional de Asociaciones Civiles y Fundaciones. 


SEÑOR MAQUEIRA (Pablo).- Hoy lo referíamos: la idea con este Censo es tener un relevamiento que ya se 
intentó hacer en el año 1996, oportunidad en que no fue obligatorio, sino voluntario, tuvo sus carencias y fue 
un poco engorroso. Igualmente, se obtuvo alguna información, pero el ministro del momento, contador 
Samuel Lichtensztejn, estimaba que más de la mitad de las asociaciones no habían sido relevadas. 


Por eso, la idea ahora es hacer un censo obligatorio, con algún elemento coercitivo. Se planteará un 
formulario muy sencillo, on line, que requerirá informaciones muy básicas sobre el objeto, nombre y 
funcionamiento de las asociaciones civiles y fundaciones, para después generar un banco de datos 
discriminado por objeto y tener una idea de cuál es la situación actual. Con respecto a algunas asociaciones 
civiles, ya estamos haciendo la discriminación por objeto. 


Debe tenerse en cuenta que algunas son centenarias y, si no han tenido alguna reforma o algún trámite, siguen 
con la documentación de hace cuarenta, cincuenta, sesenta o más años. 


Nuestro objetivo es tener una idea cabal de la cantidad y tipos de asociaciones civiles y fundaciones que 
tenemos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Estábamos hablando del tema con la señora diputada Susana Montaner y 
nos gustaría saber qué tipo de publicidad se dará a esta norma. Esto es relevante porque, en definitiva, si no 
se enteran de que tendrán un plazo para inscribirse o para decir que están vigentes, la situación se puede 
complicar, porque está prevista una sanción muy grave: la posibilidad de cancelar la personería jurídica. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Pablo).- Además, se da la situación de que hay muchas personerías jurídicas en 
trámite. En esos casos, quiero saber si el Censo facilitaría terminar con esta situación. 


Un elemento que también me parece interesante es la necesidad de contar con los domicilios de estas 
asociaciones civiles. Algunas tienen exoneraciones tributarias, por lo que estaría bien que cruzáramos esa 
información con otra. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Creo que en la primera vuelta de intervenciones sobre esos artículos el director dijo 
que, en caso de que alguna asociación civil se encontrara con la dificultad de que, al querer hacer algún 
trámite, le pidieran la inscripción, de cualquier manera quedaría habilitada para hacerlo a partir de ese 
momento, o sea que no significaría el cese definitivo, sino que podría reactivarse e incluirse en el registro a 
posteriori. 


SEÑOR MAQUEIRA (Pablo).- En este tema ya estamos trabajando, previendo la aprobación de esta norma. 


Respecto a lo que decía el señor diputado González con relación a las personerías jurídicas que están en 
trámite, el artículo nos habilitaría a determinar un plazo. Estimo que, probablemente, estableceremos que 
deben censarse las asociaciones civiles y fundaciones aprobadas hasta determinada fecha. Hay que poner una 
fecha de corte; las que estén en trámite todavía no deberían censarse, porque aún no tienen la personería 
jurídica. Veremos cuál es la fecha de corte que establecemos, pero no olvidemos que la intención es 
sistematizar la información. 


Nosotros estamos en condiciones de sistematizar las asociaciones civiles más nuevas. Eso no sería un 
inconveniente muy grande; de hecho, como dije, ya estamos agrupando algún tipo de asociaciones por su 
objeto. 


En cuanto a lo que se planteaba con relación a la publicidad, quiero decir que a través el departamento de 
comunicaciones del Ministerio cuenta con un vehículo muy importante, que IMPO, que tiene importante 
llegada a todo el país. Se diseñará una campaña de publicidad y de información, porque la idea es que las 
asociaciones se censen, no salir a suspender ni a cancelar. Nos interesa que la gente lo sepa y que se inscriba 
en este censo. 


Por otro lado, con relación a las sanciones o a los elementos coercitivos que contiene, en un primer momento 
se plantea una suspensión de la personería jurídica. Le confirmo al señor diputado Asti que la idea es que, 
enfrentados a la situación de tener suspendida la personería jurídica, la cuestión se pueda solucionar en no 
más de cinco o diez minutos, mediante la inscripción en el Censo a través de un formulario que se facilitará 
on line. La inscripción se podrá hacer desde cualquier dispositivo, y prevemos que haya una respuesta 
automática con el comprobante de la inscripción en el registro. Estamos considerando si se hará a través de 
un código de barras, un QR u otro de ese tipo. 


Toda la información que podamos obtener, sistematizar y estudiar respecto a estas asociaciones podrá ser 
utilizada por cualquier otro organismo, y no solo en materia tributaria. Esto lo hemos conversado con la 
Senaclaft, y es interés de esa Secretaría tener información sobre este tipo de actividades. En esto radica la 
importancia que nosotros le damos a este censo. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El artículo 137 faculta para integrar en el Consejo 
de Administración de la Fundación José Gurvich a un delegado del Ministerio de Economía y Finanzas y a 
otro del Ministerio de Educación y Cultura. 


Como los señores legisladores saben, nuestra Cartera apoya al museo Torres -tan importante para el país 
dentro y fuera de fronteras-, de la misma manera que al museo Gurvich. Entendemos importante la 
participación en el Consejo de Administración de la Fundación José Gurvich tanto del Ministerio de 
Educación y Cultura, para dar su visión de la importancia del acervo Gurvich, como del Ministerio de 
Economía y Finanzas, con el cual compartimos la responsabilidad de los apoyos económicos. 


Por último, solicito que cedan el uso de la palabra a la directora general, para hablar sobre el artículo 138, al 
que nos hemos referido anteriormente. 


SEÑORA GONZÁLEZ GARGANO (Ana Gabriela).- En este artículo está previsto -igual que en otro en este 
proyecto- que los fondos que actualmente percibe la unidad ejecutora Dirección General de Secretaría, pero 
que están solventando determinados gastos de la Dirección de Educación -que no estaba creada como unidad 
ejecutora al momento de la aprobación del artículo 368 de la Ley N* 16.736-, se regularicen y pasen, 
precisamente, a la órbita de esa unidad ejecutora, para que de esa forma se financien. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Hemos terminado con el articulado, señor 
presidente. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Quiero preguntar al Ministerio algo que tiene que ver con la ejecución 
presupuestal de 2015 y, particularmente, de 2016. La consulta tiene que ver con el Fondo de Solidaridad, que 
está relacionado con el Ministerio en la medida en que es este el que designa al presidente de su Comisión 
Administradora. 


En la discusión de la ley de presupuesto del año 2015, la ministra vino a defender los artículos que 
modificaban el Fondo de Solidaridad que, entre otras cosas, modificaban la cantidad de años de aportación. 
Me gustaría saber qué evaluación hace el Ministerio con respecto a esas modificaciones que se produjeron en 
2015. 


Sin embargo, cuando el Poder Ejecutivo presentó el proyecto respectivo la causal de cese era setenta años 
cumplidos, pero el Senado lo modificó y estableció treinta y cinco años de aporte, sin límite de edad de 
aporte. No obstante, se calcula que más de un 20% de los egresados de la Universidad de la República tenían 
más de treinta años al recibirse, y esta gente tendría que aportar al Fondo de Solidaridad más allá de los 
setenta años. 


Creo que esta modificación del Senado cambió las reglas de juego y el espíritu original del mensaje enviado 
por el Poder Ejecutivo y, por ejemplo, quien se reciba a los treinta y cinco años tendrá que seguir aportando 
hasta los setenta y cinco. Obviamente, esto genera dificultades, porque a esa edad el egresado está pensando 
en jubilarse y no en seguir aportando al Fondo de Solidaridad. 


En definitiva, quiero saber si existe posibilidad de agregar una disposición por la cual se establezca que el 
cese sea a los treinta y cinco años de aporte o a los setenta años de edad, cualquiera sea a la que llegue 
primero. 

SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- No tenemos información al respecto, aunque 
podremos enviar la rendición de cuentas que presentó el Fondo de Solidaridad en mayo en la Torre Ejecutiva, 
donde consta toda la información. 


En los próximos meses se designará un nuevo presidente del Fondo, porque el actual presentó la renuncia. 


Si la información presentada en mayo no contiene el pedido del señor diputado, se las pediremos a las 
actuales autoridades, porque el ministerio ahora no tiene un representante. 


SEÑOR PRESIDENTE (Jorge Pozzi).- Agradecemos al Ministerio de Educación y Cultura su presencia. 
La Comisión pasa a intermedio hasta la hora 14. 
(Es la hora 13 y 8) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 14 y 20) 


(Ingresa a sala una delegación del Ministerio de Industria, Energía y Minería) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería integrada por la señora ministra, ingeniera Carolina Cosse; por la 
directora General de Secretaría, doctora Fernanda Cardona; por la directora de Laboratorio de MIEM, 
química farmacéutica Rosario Odino; por la Gerente Contable, contadora pública Claudia Erramuspe; por la 
directora Nacional de Energía, ingeniera agrónoma Olga Otegui; por el director Nacional de Minería y 


Geología, licenciado en geología Néstor Campal Gennari; por el director Nacional de Telecomunicaciones y 
Servicios de Comunicación Audiovisual (Dinatel), ingeniero Rodrigo Díaz, y por el asesor, José Fernández. 


Les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Lo que teníamos pensado hacer era una 
muy breve presentación en diapositivas para marcar los elementos del universo que nos ocupa. O sea, cuáles 
son los elementos generales de los escenarios donde se desenvuelve y donde debe desarrollar políticas el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


Con este propósito preparamos material para pasar en diapositivas, con datos informativos numéricos que nos 
dan una visión de la evolución y la situación. 


En esta primera diapositiva podemos observar la evolución de la participación del PBI industrial en el PBI 
total. Esa es la gráfica que se lee en las ordenadas que están a la izquierda, en azul y, como se ve, tuvo una 
tendencia a la caída en 2013; a partir de ahí, empieza a consolidarse una tendencia de ascenso y de 
estabilización. 


En el año 2016, la participación del PBI industrial contribuyó en un 12,7% al total del PBI de la economía. Al 
mismo tiempo, quisimos poner en la misma gráfica la evolución del PBI total, porque aunque pudo haber una 
tendencia a la caída en la participación en el PBI total era un PBI que, en términos reales, sigue creciendo 
sostenidamente, como lo muestra la gráfica en rojo que está expresada en índice de volumen físico del PBI 
total de la economía. 


Lo que tenemos en la segunda diapositiva es la evolución del PBI real de la industria manufacturera a lo 
largo de los años. En el período 2005-2014, la industria ha crecido en términos reales, un 44%. También 
vemos, en los últimos años, un crecimiento con una pendiente un tanto menor que luego se sostiene, pero el 
crecimiento, como tal, continúa su tendencia consolidada desde el año 2005. 


En la siguiente diapositiva, tenemos dos gráficas expresadas en el mismo dibujo. Una se lee con las 
ordenadas de la izquierda y la otra con el eje de la derecha. Tenemos en barras los puestos cotizantes totales 
de trabajo y en azul tenemos el porcentaje de participación de los puestos cotizantes de la industria. 


Al día de hoy, la industria emplea directamente 137.000 personas, pero si contamos la cantidad de gente tanto 
en empleo formal como informal, podemos estimar que la industria alcanza a 185.000 trabajadores, lo cual 
representa -quedándome solo con la cifra de 137.000- un 9,4% del total de puestos cotizantes. O sea, es una 
actividad -y es de Perogrullo que lo diga- verdaderamente importante en el desarrollo de la economía del 
país. 


Otro elemento que nos pareció importante compartir es lo que refiere a la participación de la industria en las 
exportaciones de bienes. Acá hay una división muy gruesa entre lo que es la exportación de bienes primarios, 
que está en azul y exportación de bienes industriales, toda la industria: manufacturera, agroindustria, etcétera. 
Como ven, en la exportación de bienes la industria mantiene una posición importante. En el último año, las 
exportaciones industriales de bienes ascendieron a US$ 4.987.000.000, o sea que representan el 72% de los 
bienes exportados. 


Otro tema que también impacta en la economía y que está en la órbita del ministerio son las 
telecomunicaciones. Lo que observamos en la diapositiva es la participación del PBI de las 
telecomunicaciones -no de la producción- en el PBI total. Entonces, vemos una participación decreciente, 
pero lo que me parece muy interesante es analizar la siguiente gráfica. En un mismo esquema tenemos dos 
visiones de lo mismo. Por un lado, tenemos en azul el crecimiento del índice de volumen físico de las 
telecomunicaciones, en tanto que en rojo vemos los precios implícitos. ¿Cómo se lee esta gráfica? Que las 
telecomunicaciones produjeron mucho más a productos con precios mucho menores. Quiere decir que el área 
de las telecomunicaciones en este período aumentó enormemente su productividad. 


En términos de producción de telecomunicaciones, en la gráfica roja está expresado el índice de volumen 
físico y la producción en millones de dólares corrientes, está expresado en la gráfica azul. Esto hace más 
consistente la lectura anterior de un crecimiento sostenido en producción en términos de índice de volumen 
físico, en tanto que la producción en millones de dólares no acompañó porque fue más productivo y vendió a 


precios menores. Esto en lo que tiene que ver con la evolución de los puestos cotizantes en el sector de 
telecomunicaciones que se mantienen por encima de los doce mil puestos cotizantes, con una tendencia 
estable. 


No pudimos separar el agua porque no accedimos a esa información, pero la participación del agua en esto es 
muy pequeña. Básicamente, se puede leer como la participación de la energía en el PBI porque es refinería, 
electricidad y gas. 


Como ven, se encuentra en un 4% del PBI. Esa participación, en términos de empleos vinculados 
directamente al sector, está en el orden de siete mil puestos de trabajo en electricidad, mil seiscientos 
cincuenta en refinería y trescientos treinta en términos de gas. 


Lo que hemos visto hasta acá es la participación de la industria en el PBL, su comportamiento en términos de 
crecimiento real, la participación de las telecomunicaciones en el PBI, su comportamiento en el sentido de 

crecimiento y de puestos de trabajo y, además, la participación de la energía en todos sus aspectos en el PBI. 
Estamos hablando de actividades que representan, una, el 10% del PBI; otra, el 4%, y la otra también el 4%. 


Otro elemento que está en la esfera del Ministerio son las micro, pequeñas y medianas empresas. Las cifras 
oficiales registradas en el Banco de Previsión Social indican 281.000 pequeñas y medianas empresas. Más 
del 99% de las empresas del Uruguay son Mipymes: micro, pequeñas y medianas empresas. En la gráfica 
vemos la cantidad de empresas. En la barra de la izquierda figura la cantidad de empresas según sean micros, 
pequeñas, medianas y grandes, y por otro lado tenemos la cantidad de empleos que ofrecen. Podemos decir 
que entre micros, pequeñas y medianas empresas ofrecen aproximadamente el 65% de trabajo del Uruguay. 


En la siguiente imagen vemos una clasificación del área industrial: cuántas son micros, cuántas medianas y 
cuántas grandes. Van a ver que esa tendencia que se da en la economía se mantiene también, si nos fijamos 
solo en el área industrial. Hasta aquí podríamos ver lo relacionado con la producción de bienes, pero 
consideramos que lo que se cataloga muchas veces como servicio, también forma parte de la industria. Así lo 
considera el mundo. Por ejemplo, tecnología de la información y comunicaciones, software, son una 
industria, pero se catalogan como servicio. Lo que tiene que ver con servicios creativos -arquitectura, 
ingeniería, diseño audiovisual- también está estrechamente vinculado con el desarrollo industrial; ni hablar de 
la industria audiovisual y el desarrollo que puede llegar a tener Uruguay en la venta de servicios 
profesionales hacia el exterior, que cada vez es más común. Voy a dar un ejemplo que grafica esa situación. 
Una empresa de software de un uruguayo que vive en el exterior trabaja las veinticuatro horas del día en tres 
países: en Uruguay, en otro país del este y en otro no tan al este -no los voy a mencionar para proteger a la 
empresa. A medida que cambian los husos horarios, programan el proyecto de software en el horario de un 
país, lo siguen programando en otro horario en otro país y, finalmente, en el horario correspondiente al 
Uruguay. Esta clase de producción de cadena de valor, que empezó en los bienes, ya está instalada en este 
tipo de industrias. Y Uruguay ya está participando -recién mencioné un ejemplo, pero hay muchos más- de 
esta forma con servicios calificados. 


Esta es la presentación del panorama de desenvolvimiento del Ministerio. 


Ahora me gustaría relatar, brevemente, lo que ha sido la actividad del Ministerio en estos aspectos, en el año 
que pasó. Nuestra intención es bajar a detalle, porque nos parece que después de haber dado este panorama 
general, el detalle nos va a brindar otro camino, de lo particular a lo general, y más conocimiento de los 
desarrollos que se están dando en Uruguay. 


Podemos decir que, básicamente, el Ministerio trabaja en el área de desarrollo productivo, infraestructura, 
transporte y comunicaciones, regulación y control y energía, como acabamos de mostrar. 


En lo referente al desarrollo productivo, el Centro de Automatización Industrial y Mecatrónica ha impartido 
cursos para doscientos ochenta y cinco alumnos de la UTU y treinta y ocho trabajadores de la industria; en 
este momento, nos encontramos abocados a potenciarlo aún más. Se ha trabajado en un mapa geológico a 
escala 1/1.000.000 de todo el territorio uruguayo, al tiempo que el Laboratorio de Tecnogestión ejecutó el 
proyecto del Organismo Internacional de Energía Atómica de utilización de técnicas analíticas nucleares, en 
apoyo de la conservación o preservación de los objetos del patrimonio cultural y del proyecto nacional del 
mencionado organismo para adecuar las capacidades analíticas, meteorológicas y técnicas de los laboratorios 
de nuestro Ministerio. 


En lo que refiere a proyectos para el estímulo del cambio de la matriz productiva y para la evolución de la 
matriz industrial, voy a nombrar algunos resultados de varios programas que desarrolló el Ministerio el año 
pasado. 


En el año 2016 realizamos la tercera y la cuarta convocatoria del Proyecto de la Internacionalización de la 
Especialización Productiva. Este es un instrumento cofinanciado con el Fondo para la Convergencia 
Estructural del Mercosur, el Focem. Este Proyecto busca que las empresas uruguayas incorporen tecnologías 
innovadoras para que ganen competitividad y, de esa forma, se puedan expandir al mercado internacional. El 
principal beneficio que otorga este programa es el financiamiento de proyectos a través de fondos no 
reembolsables por hasta un 50% de la inversión. En total se presentaron dieciocho propuestas, de las que se 
seleccionaron diez, y las inversiones promovidas en el Uruguay para estos diez proyectos fueron por un valor 
de US$ 2.088.000. El financiamiento obtenido por las empresas gracias a este programa fue de US$ 500.000. 


Los proyectos que se seleccionaron pertenecen a varias cadenas de valor: la metalúrgica, alimentos con valor, 
cerealera, forestal madera, farmacéutica, electrónica, software y biotecnología, al tiempo que la actividad 
principal de estos emprendimientos tendrá lugar en los departamentos de Maldonado, Paysandú, Canelones y 
Montevideo. Voy a poner algunos ejemplos de las actividades que fueron premiadas. Una de ellas desarrolla 
nuevas levaduras uruguayas para la elaboración de bebidas fermentadas funcionales, estableciendo un banco 
de cepas de levaduras comerciales aptas para la industria cervecera, y crea un laboratorio de biotecnología y 
nanocervecería para brindar servicios a la industria de la bebida. Este proyecto surgió de la incubación en el 
Instituto Pasteur. 


Otro proyecto consiste en la incorporación de equipos que permitan la producción a escala de una vacuna 
para salmones con el fin de exportarla hacia los mercados de Chile, Canadá y Noruega, en el área 
farmacéutica. 


Otro proyecto de la cadena cerealera oleaginosa consiste en el desarrollo de un inoculante para soja a través 
de un proceso biotecnológico que permitirá a la empresa incursionar en los mercados de Paraguay y Bolivia. 


Otro proyecto del área metalúrgica consiste en la fabricación de equipos esterilizadores para laboratorio y 
busca incorporar tecnología de punta para poder alcanzar mayores estándares de calidad de forma de poder 
exportar a nuevos mercados. 


Otro proyecto consiste en la automatización de una planta para mejorar su productividad, con vista a relanzar 
sus exportaciones de madera industrializada a México, Sudáfrica y Corea del Sur. 


Otro, del área metalúrgica, implica la incorporación de un software que permitirá automatizar, digitalizar y 
agilizar los procesos de emisión de certificados de calibración para la industria exportadora local, así como 
expandir la comercialización de sus servicios en el mercado de Paraguay. 


Otro proyecto, también del área metalúrgica, implica la automatización de los procesos de la planta para 
mejorar y optimizar los procesos de fabricación, de varios de los objetos que ellos fabrican, con vistas a 
incursionar en el mercado de Paraguay. 


Otro incorpora equipos para automatizar el proceso de empaque de frutas -como ven, ahora estamos en el 
área de alimentos con valor- para la exportación a Brasil. 


Otro proyecto incorpora equipamiento para mejorar su proceso productivo y profundizar el proceso de 
registro de marcas -este es un proyecto de farmacéutica- y registros sanitarios en diferentes países en el 
marco de la estrategia de internacionalización que tiene esta empresa nacional. 


Todo esto fue producto de la tercera convocatoria. Lanzamos la cuarta convocatoria en el año 2016, por 
US$ 800.000, y se presentaron diecinueve empresas. Como se podrá advertir, el número de empresas que se 
presentan no decrece, y teniendo en cuenta las que fueron premiadas, me parecía que era interesante dar una 
idea de la clase de industria que se está generando a través de Pymes -fundamentalmente- en el Uruguay. 


Por otro lado, también en el desarrollo productivo hemos tenido convocatorias similares para 
emprendimientos cooperativos, es decir, para programas de fondos no reembolsables para cooperativas. En 
este caso, hemos seleccionado diez proyectos, de los cuales el 70% pertenece al interior del país, a los que 


hemos destinado $ 3.850.000. Aquí hay diversos proyectos, y voy a hacer un paneo para relatar de qué se 
tratan porque me parece que eso también da un elemento de la realidad de lo que está sucediendo en la 
producción del país. 


Los proyectos de algunas de las cooperativas eran para mejorar el proceso de secado de semillas; para 
industrialización de la elaboración de raciones; para la mejora de la planta de procesamiento de quesos; para 
la mejora de la productividad de miel; para el desarrollo de una plataforma para la comercialización entre 
cooperativas, porque la asociatividad es un tema que el Ministerio promueve intensamente, y las cooperativas 
ya han visualizado su importancia. Otra cooperativa buscaba mejorar sus procesos para exportar miel sin 
intermediarios y otra asignaría los fondos para replicar en Florida un laboratorio que ya tiene en Colonia. 
Otro proyecto era para desarrollar una envasadora de harina; otro, para desarrollar máquinas para producir 
cirios, y otro, para la instalación de un puente grúa. 


Adicionalmente, en lo que se refiere a Pymes, hemos desarrollado la Plataforma Integral de Asistencia al 
Desarrollo Empresarial -Piade-, con veintiséis empresas inscriptas. El objetivo de este programa es la mejora 
de la competitividad de las micro, pequeñas y medianas empresas mediante la profesionalización de su 
gestión. Este programa apoya con servicios de asistencia técnica, capacitación o, a veces, una combinación 
de ambas, a través de un diagnóstico sin costo de la situación de la empresa, así como también de la 
formulación de un plan de fortalecimiento y mejora. Los rubros en los que se desenvuelven las empresas que 
están siendo apoyadas son muy variados: informática; industria láctea; emergencia médica; hay varias 
empresas de metalúrgica; Pymes de vestimenta, de alimentos dietéticos; un estudio contable; empresas del 
área de la construcción; un taller mecánico; empresas de servicios de limpieza de playa; fábricas de pintura, y 
de la industria gráfica. 


También dirigido a Pymes, el programa C-Emprendedor -que ya viene funcionando muy bien desde hace 
muchos años- ha venido desarrollando talleres que tienen diversos nombres: Emprendete, Validación de ideas 
y Herramientas para emprender. 


Además, hemos seleccionado un proyecto de cooperación entre el Instituto Nacional del Emprendedor de 
México y el Ministerio, a través de un fondo de cooperación Uruguay-México. 


Los talleres que fueron realizados por el proyecto C-Emprendedor han recorrido todo el país, desde Young, 
Lascano, Fray Bentos, Melo, Treinta y Tres, Castillos, Salto, Colonia, Cerro Colorado hasta Montevideo 

- varios, en distintos meses-, y también en Salto, Maldonado y Durazno. En total han participado 246 
emprendedores. 


Otra área que también tiene que ver con el cambio de la industria y con las formas de producir actuales es la 
relativa al impulso al diseño, a la que está abocada el Ministerio. Podemos decir que esta es una nueva 
industria vinculada con el diseño gráfico o el diseño industrial; este último está fuertemente vinculado con la 
innovación. Abundan los ejemplos de uso cotidiano de dispositivos, en particular los celulares, por ejemplo, u 
otros como el ¿¡Pod, que parten de un imperativo de diseño y generan hacia atrás innovación, ingeniería y 
creatividad. 


El Ministerio ha trabajado en fuerte colaboración con la Cámara de Diseño con varios proyectos. Prodiseño 
es uno de ellos, y a través de él se cofinancian proyectos que califican. Se presentaron sesenta y siete Pymes 
y se apoyó a veinticuatro en el año 2016. De las más variadas Pymes usan diversos elementos de diseño, 
desde un servicio de selección y de capacitación de niñeras hasta otras que se desarrollan en el área de 
arquitectura y restauración, y en la industria audiovisual. También hay otras que trabajan en el área de la 
producción y de prestación de servicios para control microbiológico en el sector fármaco veterinario; otras, 
en el rubro arquitectura, que incorporan diseño gráfico para la promoción de su trabajo y la actualización de 
folletos; otra, se dedica a la fabricación de plantillas para deporte, y otra, al entrenamiento y la rehabilitación 
deportiva. Esta última empresa, por ejemplo, presentó un proyecto para incorporar diseño en el producto que 
fabrica mediante la realización de un estudio especializado de la pisada de alta precisión y la creación y venta 
de plantillas deportivas de uso general. 


Asimismo, una empresa brinda un servicio de sistema de gestión de producción agrícola forestal, con control 
automatizado de tareas en maquinaria, y el proyecto es de diseño de producto. 


También hay un proyecto de madejas de lanas teñidas que busca incorporar diseño en el producto final; otro 
proyecto es de fabricación, diseño y armado de artefactos de iluminación led, que realiza proyectos led a 
medida; otro proyecto es de servicios de consultoría en ingeniería, eficiencia energética, energías renovables 
y tecnología para el tratamiento de agua. En este sentido, el proyecto que fue elegido tiene como fin 
contribuir a mejorar la competitividad de la empresa a nivel local y regional a través de una imagen 
institucional y herramientas de promoción y de marketing. 


También se presentó una empresa que produce arroz blanco e integral de grano largo, fino y corto para 
culinaria oriental; el objetivo de la empresa era generar un diseño en el packing, y para eso aplicó y ganó. 


A la vez, una empresa que se dedica a la molienda y envasado de café, aplicó para actualizar el diseño de su 
página web y el empaque de sus productos; otra empresa de confección de carteras, mochilas y accesorios 
aplicó para desarrollar una estrategia en internet y una web con un catálogo. 


Asimismo, podemos mencionar empresas de serigrafía textil en tazas y grifas sublimadas que pretendían 
introducir el diseño en su negocio y también en el packaging y la web. 


Otra empresa que elabora dispositivos médicos de alta tecnología y tiene como objetivo vender en Uruguay y 
en la región, desarrolla un proyecto que se relaciona con el tratamiento de afecciones oftálmicas intraoculares 
y plantea el desarrollo de un implantable con un novedoso sistema de liberación controlada, el cual puede ser 
aplicado en un acto quirúrgico a través de un insertor. 


También podemos mencionar otras empresas que han calificado en diversas convocatorias dedicadas, por 
ejemplo, a la producción de pinturas sensoriales, pensadas para que las personas ciegas puedan pintar 
basándose en los sentidos del olfato y del tacto, que necesitan apoyo tanto en el diseño del producto como en 
el packaging y en su web. 


Hay otra empresa que se dedica a la producción de juegos y de herramientas lúdicas para el tratamiento de 
niños con dificultades en la lectoescritura, que busca introducirse en el mercado con un alto contenido 
innovador en materia de educación, intentando llegar a todo el país e, incluso, no descarta la posibilidad de 
expandir la marca en la región, y se presentó al programa para el diseño de un nuevo producto. 


Otra empresa se dedica a la elaboración de productos y servicios para el control microbiológico en el sector 
fármaco veterinario, en el sector alimenticio y en el sector vitivinícola y cervecero. El principal producto son 
los packs de placas para medios de cultivo y tubos conteniendo caldos de cultivo, que permiten detectar los 
principales patógenos en alimentos, como listeria, salmonela, etcétera. 


Otra empresa que desarrolla software, que accede a través de internet y que permite a los organizadores de 
eventos difundirlos y gestionarlos, requirió ayuda en el rediseño de su plataforma para que sea más intuitiva y 
más ágil. 


Otra empresa, que desarrolla actividades de transporte de residuos no peligrosos, clasificación, compostaje y 
capacitación, solicitó subsidio para establecer a partir del diseño, tanto de materiales gráficos como de 
trabajo, la especificidad de Uruguay Recicla como proveedor de su enfoque. 


Otra empresa dedicada a la elaboración de vinos artesanales se presentó al programa porque considera que 
cuenta con una página web obsoleta. 


Otra empresa, dedicada a la robótica, tiene como objetivo acercar la robótica al sector educativo 
desarrollando kits de robots educativos, y necesita ayuda en el diseño de los manuales, en los packings y en 
la usabilidad de los robots. 


También hay una empresa que desarrolla software, buscando fortalecer su marca y métodos de comunicación 
adecuados. 


Finalmente, una empresa que se dedica a la elaboración de mermeladas, licores y salsas, busca contar con 
diseños profesionales que comuniquen, destaquen e impacten de manera visual y conceptual. 


Como vemos, en el rubro diseño aparecieron empresas de alta tecnología y de alto contenido de 
conocimiento, así como también empresas más atrasadas en tecnología, pero que de cualquier manera 
reconocen la importancia del diseño en los métodos de comercialización y de internacionalización actuales. 


En cuanto a la actividad artesanal, desde hace muchos años el Ministerio ha desarrollado el Premio Nacional 
de Artesanía y ha trabajado por la promoción de artesanos uruguayos en ferias nacionales, regionales 
internacionales. A nivel nacional, se realizaron tres eventos: uno en Maldonado y dos en Montevideo; se 
organizaron ocho ferias nacionales con la participación de veintisiete talleres artesanales. Se promovió la 
participación de artesanía nacional en cuatro eventos regionales, con la participación de nueve talleres 
nacionales, y se promovió la participación en siete eventos extrarregionales, con la participación de veinte 
talleres artesanales. 


Se han realizado experiencias de capacitación a micro, pequeñas y medianas empresas, concretamente diez 
capacitaciones a lo largo del año 2016, en cuatro departamentos: Canelones, Florida, Montevideo y Rocha, 
con la participación de 148 empresas. Asimismo, se realizaron diecisiete ferias de beneficios, diría que en 
casi todos los departamentos del Uruguay. Estas ferias de beneficios son lideradas por el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, pero tienen una muy amplia participación institucional, desde Uruguay XXI, la 
Cámara de Industrias, el LATU, el área de fomento a la pequeña empresa del Ministerio de Economía y 
Finanzas hasta la OPP y, generalmente, el centro industrial y comercial del lugar también participa. 
Realmente, esas son instancias en las cuales promovemos el emprendedurismo y comunicamos las 
herramientas que para eso existen. 


El Ministerio también participa en el Centro de Extensionismo Industrial. En 2016, se atendieron sesenta y 
cinco empresas, 90% de las cuales ya terminaron las consultas técnico-competitivas y el 54% fueron 
atendidas ya por el equipo técnico del CEI. Se brindaron sesenta y siete consultas de orientación 
técnico-competitivas a empresas nacionales, que consisten en un diagnóstico y en un plan de acción o 
asesoría sobre instrumentos de apoyo a la competitividad. 


El total de acciones sugeridas a las empresas atendidas por el Centro de Extensionismo Industrial en 2016 fue 
de 469. En promedio, se hicieron siete recomendaciones por cada empresa atendida. Por lo menos, el 60% de 
las empresas implementaron alguna de las acciones recomendadas. 


En lo que se refiere al fortalecimiento de la industria nacional, en el año 2016 se reformuló el Reglamento del 
Fondo Industrial, otro programa para estimular la innovación, con fondos no reembolsables, con el fin de 
simplificar y unificar el reglamento anterior. Se hicieron cambios importantes en el Reglamento de este 
Fondo. Antes, era a ventanilla abierta, es decir que cualquiera que iba, se presentaba, pero ahora se le dio el 
formato de convocatoria. También hubo un cambio en la forma de asignación de los dineros o premios del 
proyecto. Antes eran en formato fifo, o sea, first in, first out, es decir, por orden de llegada; ahora hay un 
ranking y un criterio para puntear a las empresas. 


Esto se hace en un proceso competitivo. Se asignan los fondos en base a un ranking definido por una serie de 
variables que evalúan los aspectos estratégicos para el ministerio. Y las variables que se evalúan son las 
siguientes: el sector al que pertenece -tienen mejor puntaje los sectores estratégicos-; la viabilidad económica 
financiera -mejor puntaje para las empresas que demuestran que son sostenibles-; mejor puntaje para las 
empresas que tienen mejor grado de equidad de género o que cuentan con acciones o con acciones en pro de 
mayor equidad. También obtienen mayor puntaje las que no hayan tenido apoyos previos del ministerio; las 
que ya cuenten con un diagnóstico del Centro de Extensionismo Industrial y las que tengan mayor contenido 
nacional en su producto. 


También es calificado el tipo de proyecto para este ranking. Obtiene mayor puntaje el proyecto que derrame 
más al sector al que pertenece. 


En términos de localización, se da mejor puntaje a proyectos ubicados en departamentos con índices de 
desarrollo humano menor o que estén en parques industriales. 


En cuanto al impacto disruptivo, obtienen mejor puntaje los proyectos que tengan impacto en innovación, ya 
sea de productos, de procesos o de capacidad productiva. 


En encadenamiento productivo se le da mejor puntaje a proyectos que estén insertos en una cadena global de 
valor o que tengan desarrollo que implique el desarrollo de proveedores locales. 


También se tiene en cuenta el componente de inversión y se da mejor puntaje cuando los componentes 
implican incorporación de conocimiento, investigación, capacitación, certificación, producción más limpia, 
mejora de la gestión, software o diseño a medida. 


En base a los resultados de la convocatoria 2016, se presentaron cuarenta y siete proyectos, lo que nos parece 
un número importante para Uruguay. Hemos advertido un crecimiento en proyectos con mayor derrame: 
ocho estructurantes y cinco abiertos. En los cinco años de edición anterior, se habían presentado once 
estructurantes. En un año se logró que se presentaran ocho estructurantes. 


Se apunta al mayor alcance territorial, pues casi la mitad de los proyectos están radicados en el interior. 


Por otra parte, hemos potenciado indirectamente al Centro de Extensionismo Industrial, generando sinergias 
entre el Estado y mejorando la calidad de los proyectos. 


Además, incorporamos el concepto de equidad de género en las empresas. 


Los $ 30.000.000 que teníamos para asignar se adjudicaron entre más de treinta proyectos que incluyen el 
desarrollo de un software de gestión; la instalación de un laboratorio para la fabricación digital; la generación 
de un banco de cepas para enfermedades zoonóticas; el desarrollo y fabricación de nuevos productos para 
diabéticos o celíacos; la capacitación y desarrollo de capacidades en gestión de la innovación; el 
equipamiento e insumos para el lavado instrumental de uso en laboratorios farmacéuticos; el fortalecimiento 
de la gestión en seguridad, salud y medio ambiente: el desarrollo de productos y mejora de la productividad 
en panificados y el prototipo de líneas automatizadas de empaque para sachet y envases flexibles. 


También se adjudicaron montos a proyectos relativos a equipos para la producción de agua purificada, acorde 
con estándares internacionales; el sistema robotizado inteligente de armado simultáneos de pedidos para la 
industria frigorífica; la mejora de la calidad, productividad, estandarización y vida útil del producto cerveza 
artesanal; la automatización del proceso productivo de fabricación de piques de madera plástica; la 
instalación de un centro de mecanizado para fabricar máquinas; el prototipo de mecanismos de seguridad 
para la detección de escapes de gas e incendio; la adecuación tecnológica de una máquina termoformadora; el 
diseño y fabricación de una luminaria vial con tecnología led; el desarrollo y fabricación de bolsas tipo 
pouch; el desarrollo de tecnología de envases pet para formatos por fuera del sector refrescos; el desarrollo de 
una nueva línea de productos y mejora del sistema de apoyo a la producción. 


Asimismo, se adjudicaron montos a proyectos referidos a máquinas automáticas para la formación de bolsas, 
dosificación y envasado; a la automatización e instalación de mecanismos MC; a una plegadora hidráulica; a 
un sistema de identificación de clones de eucaliptus mediante análisis de ADN; a la aplicación de tecnología 
enfocadas en la gestión y control de producción, con enfoque ambiental; a un equipo para sanitización de 
ambientes con control y reporte microbiológicos; a un centro de mecanizado para la mejora en la calidad, 
variedad y cantidad de muebles; a la adquisición de maquinaria industrial, y a la complementación productiva 
para la fabricación nacional de cosméticos. 


La División Administración de Regímenes Industriales realizó más 250.000 trámites de otorgamiento de 
licencia y autorización. Además, se ha promovido la incubación de proyectos innovadores como, por 
ejemplo, Incubaelectro. Hubo una primera experiencia en la que se incubaron tres proyectos: uno de 
domótica que, mediante la instalación de dispositivos electrónicos brinda inteligencia y conectividad a 
productos que no la tienen; otro, relativo al desarrollo de un sistema para la detección de mastitis subclínica 
de manera automática y en forma temprana, que es de directa aplicación en la industria láctea y, por último, 
vinculado con el desarrollo de un censor de temperatura termográfico que se conecta a la red IP y que permite 
integrar este tipo de medidas a la nube computacional. 


También, en acuerdo con Inacoop hemos desarrollado un proyecto que se llama Incubacoop, nuevamente en 
la clave de cooperativas. En este momento estamos en fase de capacitación y en el desarrollo del plan de 
negocios. Se incubaron siete grupos; el 29% de ellos son del interior del país. El proyecto incluye el diseño e 
impresión 3D de prótesis y elementos aplicados a la medicina; el desarrollo de una aplicación para la 
facturación electrónica -este proyecto es del interior- y el de una productora audiovisual, una generadora de 


contenidos audiovisuales nacionales y otra de CRM -customer, relationship, management-, o sea, software de 
manejo, administración y relacionamiento con clientes; este último proyecto es de Soriano. 


Asimismo, se incubó un proyecto de desarrollo de una nueva unidad de negocios dentro de una cooperativa 
que ya existía y la nueva unidad de servicios de ingeniería y eficiencia energética. 


Otro grupo es de biólogos e ingenieros de sistema que desarrollan software para detectar patógenos en 
alimentos. 


Como verán, se trata de proyectos cooperativos novedosos para el ámbito cooperativo, además de intensivos 
en cuanto al desarrollo del conocimiento. 


Se realizaron convocatorias para premios a empresas audiovisuales con fondos no reembolsables, para lo que 
se designó $ 3.900.000.000. 


Por otra parte, se desarrollaron proyectos de producción de videos juegos multiplataformas, con el resultado 
de cinco de ellos premiados con fondos varios. 


También se apuntó al apoyo a mujeres empresarias. Se apoyó a siete empresas a través de nuestro programa 
de apoyo a la mujer empresaria. El total ejecutado fue de $ 1.000.000. Hay varias realidades. Una de las 
empresas está dedicada a la elaboración de galletitas; su propuesta es de innovación para la elaboración de 
galletitas sin TACC -sin trigo, avena, cebada ni centeno- en su cadena de producción. 


Otra empresa requería un abatidor de temperatura y otras maquinarias que la van a ayudar a crecer y mejorar 
la competitividad. Esta firma se dedica a la fabricación de comida congelada. 


También hay una empresa que provee servicios que utilizan herramientas de genética y biología molecular; 
su intención es incorporar tecnología para seguir desarrollándose. 


Otra empresa se dedica a producir premoldeados en hormigón para la construcción. El objetivo del proyecto 
era ampliar el campo de productos para mejorar la competitividad de la empresa, innovando en su medio, 
comenzando con el green block. 


También hay una empresa comprometida con la innovación en microbiología. Con los fondos otorgados 
proponen incorporar equipamiento innovador para la empresa, como forma de mejorar su productividad y la 
calidad de sus servicios. 


Una de las firmas incorporará nueva maquinaria; es un taller de diseño y confección de prendas. Este 
proyecto trata de incorporar nueva maquinaria y programas para la producción, de modo de mejorar su 
posición en la cadena productiva y su competitividad. En este caso, se pretende generar algún puesto de 
trabajo para jóvenes provenientes de escuelas de oficio. 


Otra empresa brinda servicios profesionales de análisis microbiológicos; busca impulsar su desarrollo a 


través de la incorporación de nuevos equipos y la mejora de la gestión en forma conjunta con la certificación 
de calidad. 


Quisiera subrayar que también se han desarrollado acciones de capacitación en tecnologías de la información 
y la comunicación para Pymes. Esto se desarrolló en conjunto con Agesic. Se hizo un piloto en Melo, al que 
asistieron treinta empresas. Nuestra idea es continuar en el resto del país, ofreciendo capacitación en 
tecnologías de la información para Pymes. 


En lo que refiere a la televisión digital abierta, el 81% de las áreas de coberturas previstas están cubiertas y se 
propone trabajar en lo que queda del período para lograr el 100% de la cobertura. 


En el área de energía, se extendió el programa interinstitucional de Canasta de servicios a siete barrios: cuatro 
en Montevideo -Asociación Civil La Esperanza, La Esperanza, Paso Carrasco y Saint Bois. En el interior, el 
programa llegó a barrios de Rivera, Bella Unión, Salto y Paysandú. 


El número de hogares atendidos, adheridos activos al programa Canasta de servicios ya es de 1.298 en diez 
departamentos: Montevideo, Canelones, Río Negro, Treinta y Tres, Artigas, Tacuarembó, Cerro Largo, 


Rivera, Paysandú y Salto. 


Se continúa participando en el programa interinstitucional de electrificación rural. Se han conectado 1.245 
kilómetros de extendido eléctrico, y se han concretado 768 conexiones a hogares y 12 a escuelas. 


Actualmente, ya tenemos más de treinta proyectos aprobados este año y durante 2016, que se implementarán 
en 2017 y 2018. 


En términos de matriz energética, en este momento hay 1.340 megavatios, o sea, más de 1 giga de potencia 
contratada eólica, lo que representó una inversión de US$ 3.000.000.000 y el 31% de la potencia instalada. 
La generación eólica es responsable del 22% de la generación de energía. 


Participamos activamente en el proyecto de biovalor y hemos desarrollado, también de manera innovadora, 
los concursos de eficiencia energética, que se siguen haciendo con empresas y han tenido excelente recepción 
en liceos y centros de UTU, donde se han planteado proyectos muy innovadores y que aportan la eficiencia 
energética. 


Se entregaron certificados de eficiencia energética y, además, se lograron ahorros anuales equivalentes al 
consumo medio anual de electricidad de 22.400 hogares. 


Nos proponemos -y hemos venido trabajando fuertemente en eso- tender a la masificación del transporte 
eléctrico, promoviendo el primer piloto de ómnibus eléctrico y ayudando en el lanzamiento de la 
convocatoria para adjudicar taxis eléctricos. También trabajamos en conjunto con bancos del medio, para 
fomentar el financiamiento de la compra de flotas de este tipo. El transporte representa el 28% del consumo 
energético nacional; es el segundo sector más importante en cuanto al consumo, después de la industria; por 
eso una de nuestras metas es transformar el transporte en transporte eléctrico. 


Por supuesto que el Ministerio incorporó todas las políticas de igualdad de género en su agenda. 
Hasta aquí lo desarrollado en el 2016. 


Pasaré ahora a referirme a los artículos presentados en esta Rendición de Cuentas, que tienen que ver con 
varias áreas de actividad del Ministerio. 


En el artículo 99 se transfiere de la Autoridad Reguladora Nacional en Radioprotección a la Dirección 
General de Secretaría el servicio anual de dosimetría personal externa. Si se me permite, quisiera ceder la 
palabra a la señora directora general, a fin de que explique el motivo conceptual de esta transferencia. 


SEÑORA CARDONA (Fernanda).- Con este artículo intentamos salvar una observación que nos hizo el 
Organismo Internacional de Energía Atómica, pasando algunas de las competencias que originalmente la ley 
había establecido para la ARNR (Autoridad Reguladora Nacional de Radioprotección), que también depende 
del Ministerio, a la órbita del Laboratorio de Tecnogestión, a los efectos de que no haya conflicto de intereses 
en cuanto a las tareas que desempeña. Simplemente, estamos haciendo una transferencia de tareas para que 
no exista ese conflicto de intereses. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Se trata de seguir las mejores prácticas 
internacionales recomendadas por el Organismo Internacional de Energía Atómica. 


Paso a referirme al artículo 100. El Laboratorio de Tecnogestión ha elaborado un estudio sobre las tasas que 
cobra el Ministerio por el contralor de las instalaciones en términos de reactividad, y nos pareció que no 
estábamos competitivos internacionalmente. Entonces, lo que hace este artículo es mantener como tope el 
valor actual, pero permite que el Ministerio pueda cobrar menos, a fin de adecuarnos a lo que se cobra en el 
mundo. 


El concepto que está detrás del artículo 101 es que el área de minería y geología ha detectado un volumen de 
deudores importante, y entendemos que sería bueno que pudiéramos tener la facilidad de hacer convenios 
para cobrar algo de la deuda. 


SEÑOR CAMPAL (Néstor).- La Dinamige recauda por varios conceptos, entre ellos, el que tiene que ver con 
los aportes que los mineros hacen al Estado a través del canon de producción, del canon de superficie y, en 
otras ocasiones, también de multas o elementos punitivos por no cumplir con las especificaciones del código. 


En los últimos años, han aparecido algunas empresas que tienen un buen comportamiento general y que están 
productivas pero, al aparecer una deuda, su producción se ve cancelada, porque requiere varios elementos, 
uno de los cuales es la adquisición de guías de transporte y, otro, la solicitud para adquirir explosivos, que 
solo se da cuando no hay deuda. O sea que no hay forma de que la empresa pague la deuda si no puede 
actuar. Buena parte de esas empresas han manifestado la voluntad de pago, para lo que se darían facilidades; 
no se cambiaría el monto sino, simplemente, se darían facilidades mensuales para abonar esas deudas, de 
modo de permitirles seguir desarrollando su actividad. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- El artículo 102 surge por un proceso que 
llevó adelante el Ministerio con el Congreso de Intendentes. Todo esto empezó con un planteo que nos hizo el 
intendente de Tacuarembó, Eber da Rosa, porque no había regulación con respecto al uso de canteras para 
obras de las intendencias. Nos pareció que era una muy buena iniciativa y se realizó un trabajo en equipo con 
el Congreso de Intendentes. 


SEÑOR CAMPAL (Néstor).- Hace más de cincuenta años que existe un marco normativo para el desarrollo 
de canteras de obra pública en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Sin embargo, la manutención 
que necesariamente cada intendencia tiene que hacer de la caminería rural exige que tengan fuentes 
materiales para realizar las obras correspondientes. Las canteras que las intendencias utilizan no tienen un 
marco regulatorio, lo cual complica la labor en el segundo nivel de gobierno, porque no existe un marco para 
acordar con los propietarios la manera de retribuir el material ni un orden en la apertura de esas canteras. 
Cuando no están racionalmente distribuidas, eso genera un impacto importante para la economía de la 
intendencia y, por supuesto, para la economía del país, porque se gasta mucho en transporte de materiales. 
Por eso, el artículo suspende lo que prevé el Código de Minería en su artículo 5%, que es la preeminencia del 
propietario sobre los materiales Clase IV. Les recuerdo que son los materiales que se extraen y se usan como 
están -la arena, la tosca-, que son que emplean las intendencias. 


Se ha venido trabajando con el Congreso de Intendentes para solucionar este problema que realmente 
representa un dolor de cabeza para las intendencias desde hace muchos años. Entendemos que, a través de 
esta ley y de su reglamentación, las intendencias podrán tener un funcionamiento más adecuado y el Estado 
en general va a conocer, por la creación del Registro Único de Canteras de Obra Pública, cuál es la 
distribución actual de esas canteras en el territorio y cómo aplicar mejor sobre ellas las normativas, tanto 
ambientales como de policía minera. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- El artículo 103 refiere a la tasa de 
financiamiento del Servicio Postal Universal. 


SEÑOR DÍAZ (Rodrigo).- Este artículo se propone en función de que el artículo 15 de la Ley N* 19.009, que 
define la tasa, ha generado problemas de interpretación con relación a determinados envíos. Lo que se busca 
es concretar y que haya más seguridad jurídica para todos los actores. 


Básicamente, el cambio que se plantea es que la tasa que abonarán los usuarios sea al momento del pago; 
originalmente, se planteaba que fuese cuando se contrataba el servicio. De esta manera, se plantean dos casos 
bien claros. Por un lado, cuando un envío postal es un envío saliente, se paga acá; entonces, se percibe la 
tasa. Por otro, cuando hay un envío entrante, que se contrata en el exterior pero se paga acá, contrareembolso, 
también se tiene que pagar la tasa. Eso simplifica bastante el cobro de la tasa y brinda seguridad jurídica a 
todos los actores que intervienen. 


También hay cambios menores como, por ejemplo, el de la palabra "retención" por "percepción", porque el 
concepto de retención aplica cuando hay una acción de pago; el que cobra el envío retiene la tasa. Asimismo, 
se aprovecha la oportunidad para actualizar los valores en Ul, etcétera. 


El último punto, que es muy importante, es que se define cómo se deberá pagar la tasa en el caso de los 
operadores postales de envíos internacionales expresos o courrier que entreguen envíos por compras 
realizadas en el exterior vía internet. En ese caso, lo que se plantea es un ficto de 65 UL, un mínimo 
imponible sobre el cual se aplica el 10 % de la tasa cada 500 gramos de envío. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- El artículo 104 refiere a un ordenamiento 
administrativo del Ministerio. 


SEÑORA CARDONA (Fernanda).- Mediante el artículo 104 se equiparan las compensaciones adicionales a 
los cargos de alta conducción -creados en su momento por la Ley N? 18.172, de Rendición de Cuentas de 
2006- del Ministerio de Industria, Energía y Minería con las de otros de la Administración Central. 


Por otra parte, de acuerdo con el artículo 230 del proyecto -correspondiente al Inciso 21, Subsidios y 
Subvenciones, se incorporó una referencia a la ley de vestimenta. 


Respecto al artículo 231, sería adecuado que la explicación la diera la contadora Erramuspe. 


Si el señor presidente lo permite, presentaré dos modificaciones a un par de artículos que acaba de mencionar 
la señora ministra, los artículos 101 y 104, porque hubo alguna omisión en el mensaje que se envió desde el 
Ministerio de Economía y Finanzas. En el caso del artículo 101, la modificación tiene que ver con el plazo 
para acogerse a ese acuerdo que mencionó el director Campal, que establecemos en un año. El artículo había 
quedado sin ningún tipo de plazo, por lo cual habilitaba a que esos acuerdos se pudieran hacer sin término, 
cuando en realidad la posibilidad está acotada. 


En el artículo 104 establecemos que se pueden pagar las compensaciones adicionales a los cargos de alta 
conducción siempre y cuando sus titulares se encuentren desempeñando tareas en el Ministerio. Es decir que 
estamos acotando esa posibilidad y estableciendo ciertos topes para que no exista desigualdad entre las 
remuneraciones dentro de la Cartera. 


SEÑORA ERRAMUSPE (Claudia).- El artículo 230 tiene relación con los fondos mencionados en el literal 
C) del artículo 6? de la Ley N” 18.846, que refiere a proyectos presentados por empresas a nivel individual, y 
ahora se pide que también puedan hacerlo personas jurídicas formadas por empresas beneficiarias de la 
mencionada ley. Actualmente, el artículo no permite que esto se haga por parte de agrupaciones de empresas 
representativas del sector promovido como, por ejemplo, la Cámara de Industrias del Uruguay. La forma de 
cálculo del porcentaje de los proyectos a financiar tampoco permite la presentación de estas agrupaciones, en 
la medida en que no tienen masa salarial generada por empresas. Estas agrupaciones, al no contar con masa 
salarial, no pueden cumplir con los extremos necesarios para acceder al financiamiento. 


Lo más importante es que se necesita la contratación de una consultoría, a través de la Cámara de la 
Vestimenta, para el diseño de fichas técnicas, a fin de estandarizar y ofrecer ropa. 


El artículo 231 es solamente un ajuste a la liquidación del literal A) del artículo 6* de la ley del año 2014, 
donde por temas de plazos y tiempos no se llegó a terminar el análisis de las empresas que tenían derecho a 
ese subsidio. Entonces, como los saldos de los literales A) y B) pasan todos los años, por ley, al literal C) del 
artículo 6”, se está pidiendo por única vez poder mantener el saldo que se necesita para pagar el último 
trimestre de ese ejercicio a las empresas del sector, lo que no se pudo hacer. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Quería leer el texto exacto a agregar en 
un artículo, pero en virtud de que no lo encuentro, voy a dejar constancia de lo que se trata y luego se los 
paso. 


En la redacción de una de las excepciones del Tocaf que refiere a la exoneración en la importación de 
derivados del petróleo no se nombra al gas natural. Esto genera siempre un tema con el Tribunal de Cuentas, 
entonces, donde menciona los derivados del petróleo, aceites, aditivos, etcétera, quisiéramos agregar "gas 
natural". 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión queda a la espera de la redacción exacta; de todas maneras, queda la 
constancia de lo que se trata. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Dado lo avanzado de la hora, voy a desistir de hacer algunas consultas que tenía 
anotadas y paso a preguntar sobre dos o tres aspectos que tienen que ver con la rendición de cuentas y con el 
anexo respectivo que se denomina "Planificación y Evaluación", donde constan muchas de las 
consideraciones y de las informaciones que acaba de suministrar la señora ministra y unas cuantas más. 


Mis preguntas tienen que ver con el área de la energía. La primera se vincula con las energías renovables; 
recién la señora ministra hizo alguna referencia al respecto. Me llama la atención que en la rendición de 
cuentas se establece -utilizando un índice o varios- que el resultado del año 2016, en cuanto al desarrollo de 
la energía renovable, corresponde a un índice 40,20, que la meta era un índice de 52 y ya se establece para el 
año 2017 una meta que tiene un índice 56. Esto después está expresado en megavatios; estaríamos en 1.724 
megavatios en función del desarrollo de todas las formas de energía renovable. 


En grandes titulares -por supuesto esto da para un desarrollo muy amplio-, me gustaría saber cuáles son las 
acciones concretas y hasta dónde se piensa llegar en esta materia por parte del Gobierno nacional. Por 
supuesto que el camino que se ha transitado es muy positivo -creo que es muy plausible en cuanto a la 
diversificación de la matriz-, pero también es verdad que la capacidad instalada que en materia de energía 
renovable se ha alcanzado también plantea el desafío del equilibrio económico entre la propia capacidad 
generada, la demanda interna y, desde ese punto de vista, los términos con los cuales particularmente la UTE 
contrata esa energía renovable y la incorpora a la distribución de la energía local. 


La UTE ha firmado contratos a un precio importante de US$ 70 el megavatio -creo que está en ese entorno- 
y, además, en condiciones de take or pay, es decir, con un aseguramiento del mercado que, si las cifras que 
manejo no están erradas -creo que no lo están-, implica un costo anual cercano a los US$ 250.000.000. 
Entonces, está muy bien hablar del desarrollo de la energía renovable y está muy bien lo que se ha hecho, 
pero mi pregunta es hasta dónde vamos a llegar o cuál es el objetivo para el año 2017, porque si es más 
ambicioso que el que no se cumplió del año 2016 y el estado o el límite que se alcanzó en el año 2016 ya 
determina esta capacidad instalada de 1.700 megavatios -en función de los niveles de hidraulicidad que 
tenemos ahora y del conjunto de las inversiones que el país ha hecho en cuanto a la construcción de nuevas 
turbinas, en cuanto a la interconexión con Brasil-, creo que, eventualmente, nos podría poner a las puertas de 
una situación de sobreinversión que ya implicaría desde ese punto de vista generar sobrecostos e ineficiencia. 
Entonces, pediría algunas pistas, aunque sea a cuenta de un análisis más profundo. 


La segunda pregunta tiene que ver con algunos desafíos que aquí se plantean por parte de la Dirección 
Nacional de Energía o de algunas metas que habrán de perseguirse en el año 2017. Concretamente, se habla 
de la incorporación de nuevos funcionarios para fortalecer a la institución. 


Quisiera saber a qué se hace referencia cuando esto se expresa. Estamos hablando de la contratación de 
personal, de la incorporación de nuevos funcionarios; entonces me gustaría saber cuál es la explicación, 
cuáles serían las vías, los mecanismos. Nada viene en el articulado pero sí está mencionado como uno de los 
objetivos de esta Dirección del ministerio. 


Finalmente -en aras de ser lo más expeditivo posible-, también me llamó la atención entre las metas que aquí 
se mencionan, una que tiene que ver con un tema que frecuentemente es fuente de conflicto en el Uruguay, 
que es el tema del mercado de gas licuado de petróleo, de supergás. Aquí se menciona la puesta en marcha de 
un sistema de trazabilidad. En realidad, ya hay un sistema de trazabilidad. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- No. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Bueno, por eso le pido que me lo explique. Por lo menos, hay una identificación 
de los distintos distribuidores y de las garrafas, que están señaladas con colores 


Quisiera saber hacia dónde va el ministerio en este sentido. 
SEÑOR GANDINI (Jorge).- Tengo muchas preguntas. Lamentablemente, nos quedó muy poco tiempo. 


Escuchamos con atención una exposición extensa, pero nos quedan muchas preguntas aun sobre estos 
artículos. 


Voy a empezar -evitando hacer algunos comentarios- formulando algunas preguntas lo más concretas que 
pueda. La primera de ellas es respecto al artículo 101. Surge la pregunta de cómo es que se han generado 
deudas que tienen más de siete años, y del propio texto surge que algunas de estas pueden no tener, siquiera, 
juicios iniciados. 


Todos sabemos que se hacen algunas reservas con fines meramente especulativos, no para explotar o invertir 
sino para luego vender esas licencias. Lo cierto es que pasan años y años y no hay un mecanismo para que 
caduque esa licencia aun sin que se paguen las obligaciones que emergen o surgen de ellas. Después aparecen 
estas soluciones de quitas. La pregunta es: ¿no hay un mecanismo de alerta previo a que se generen estos 
larguísimos procesos por los que hoy estamos considerando la posibilidad de quitas para deudas cuya 
antigúedad sea inclusive superior a siete años y así evitar algunos procedimientos que pueden ser 
especulativos? 


Voy a ir al artículo 103, sobre el que me surgen algunas dudas. La última parte de este artículo dice que 
deberá pagarse esta tasa en los envíos postales internacionales, en dos casos: cuando son envíos salientes y 
cuando son envíos entrantes. Allí establece las 65 UT cada 500 gramos. En ningún caso establece que esto 
esté dentro de las franquicias que hoy existen de cuatro envíos, sino que es para todos los casos, estén dentro 
o fuera de las franquicias. 


La pregunta que me queda es si esto es una nueva aplicación de la tasa existente o, como se dijo al principio 
de la explicación, hay dudas sobre su aplicación y no todos los operadores la pagan. No entendí si lo que se 
está tratando es buscar una redacción que no sea discutible y entonces la paguen todos y ya está, o si es una 
extensión de una tasa que, si bien existe, no la pagan -esa forma novedosa que se ha desarrollado de comprar 
por internet y luego el producto llega por algún correo, público o privado- porque, obviamente, 65 Ul ronda 
los US$ 7 u US$ 8 cada 500 gramos, más el envío, más el costo específico dentro de la franquicia -si es que 
se trata de alguno de esos productos-, lo cual significa un costo importante. Quisiéramos conocer cómo se 
debe entender esto. 


Con relación al artículo 104, quiero saber algún dato que yo, por lo menos, no recogí: cuántos son los 
funcionarios del escalafón y qué costo tiene esa compensación en comparación a cómo es ahora, es decir, 
cuál es la actual situación, qué montos cambia y qué significa para el funcionario. 


Por último, en aras de la brevedad, voy a dejar la pregunta con relación a una norma que aprobamos, creo que 
en el Presupuesto nacional, respecto a la autorización al Ministerio de Industria, Energía y Minería a enajenar 
varios inmuebles que se detallaban en el artículo 331, a constituir un fideicomiso de administración por el 
producido y a adquirir otros inmuebles, remodelarlos, comprar equipamiento y demás. Nos gustaría saber en 
qué está ese tema. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Quiero hacer una sola pregunta relacionada con lo siguiente. En la rendición 
de cuentas del año pasado autorizamos al Ministerio de Industria, Energía y Minería a constituir, 
conjuntamente con la ANEP, una fundación denominada Industria del Futuro. Quisiéramos saber en qué etapa 
se encuentra, qué se ha hecho con esta fundación -si se ha hecho algo al respecto-, si se ha avanzado en algo. 


Sería bueno que la señora ministra nos pudiera informar al respecto o enviar la información por escrito. 


SEÑOR AYALA (Mario).- Mi pregunta está relacionada con el artículo 101, en cuanto a los regímenes de 
quita y facilidades de pago para los deudores por concepto de canon de producción, canon de superficie y 
atraso en la presentación de planillas de producción. Me gustaría saber qué clase de yacimientos están 
incluidos en este régimen, si hay un monto estimado de la deuda que estos permisarios hoy tienen con el 
ministerio, si hay un monto estimado de la quita que se va a otorgar y cuál es la dispersión de la deuda, o sea, 
qué clase de yacimiento está comprendido en esto, su tamaño y, sobre todo su ubicación geográfica. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Trataremos de responder todas las 
preguntas. 


En primer lugar, está muy bien lo que plantea el señor diputado Abdala. En cuanto al mix eléctrico, el país 
llegó a la meta que se había fijado, y por eso hablé del transporte eléctrico, porque el transporte es el 
responsable de casi el 40% de la matriz energética general. Por esa razón, tenemos que aprovechar el cambio 
que hicimos en el mix eléctrico para evitar la emisión de carbono y mejorando la eficiencia. 


No tenemos previsto introducir más energía renovable en 2017, quizás algo más, pero no en proporciones 
relevantes. Sí debemos tener en cuenta que Uruguay se consolidó como exportador de energía, ya que está 
exportando el 10% de lo que produce UTE a Argentina, y a Brasil se está exportando a través de la 


conversora y de Rivera; se empezó a través de Rivera porque faltaban unos trabajos de pruebas y de 
mantenimiento del lado brasileño que se hicieron enseguida, por lo que se está aportando por ambos lugares. 


Es decir que a la demanda interna, se suma la exportación, y se va a agregar -ojalá- en un par de años el 
transporte eléctrico, por lo que tendremos que monitorear el estado del mix eléctrico para saber cómo crece la 
actividad productiva, datos de lo que carecemos actualmente. Creo que esto responde a los aspectos de 
introducción de energía renovable en el mix eléctrico. 


Gracias a la existencia de UTE y a que los contratos fueron take or pay, los privados pudieron obtener las 
garantías para hacer las inversiones que permitieron cambiar el mix eléctrico. 


Con respecto a la trazabilidad, ahora hay un sistema de identificación de colores de garrafa, y estamos 
trabajando en un sistema de trazabilidad común a todos los operadores, por el cual se tendrá en cuenta la 
opinión técnica de todos los que participen en la cadena de valor. No debemos olvidar que el centro en este 
caso es la seguridad, el servicio al usuario; el centro no es el color de la garrafa, sino tener los elementos 
trazables de seguridad: si la garrafa está en condiciones para estar en el mercado, si necesita ser recalificada, 
si un usuario reclama por un problema saber cuáles fueron los pasos que siguió la garrafa, si en una línea de 
producción está apta para salir o no. Todos estos aspectos hoy no existen. Este sistema de trazabilidad 
permitirá que quienes trabajen en el área -inclusive las empresas privadas, que tendrán acceso, con la 
seguridad del caso, a la información correspondiente- tengan elementos para aumentar su productividad y 
mejorar su competitividad. 


En cuanto a las personas del área de energía, solicito que se conceda la palabra a la ingeniera agrónoma Olga 
Otegui, directora Nacional de Energía. 


SEÑORA OTEGUI (Olga).- El ingreso de nuevos profesionales y técnicos administrativos es parte de la 
nueva reestructura organizativa de la Dirección Nacional de Energía, y ya estaba previsto cuando se hizo la 
reestructura. Inclusive, se habían previsto para 2016, pero por determinados problemas de tiempo no se 
pudieron cumplir. 


Ya están los llamados publicados, y se estaría empezando el proceso para que ingresen en 2017. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Para responder las dudas planteadas 
respecto al artículo 101, concedo la palabra al director Nacional de Minería y Geología, licenciado en 
geología Néstor Campal Gennari. 


SEÑOR CAMPAL GENNARI (Néstor).- En primer lugar, debemos entender que esto tiene poco que ver con 
aquellos permisos de minería "de papel" -por llamarlos de alguna manera-, sino con producciones, es decir, 
mineros que en algún momento produjeron y que ciertas condiciones los llevaron a incumplir algunos de los 
pagos. No se trata de licencias de prospección o exploración que pueden cederse o comerciarse, sino de 
minería real. 


En cuanto a la distribución y edad de las deudas, corresponde decir que la mayoría de la minería en Uruguay, 
el 90%, es de materiales de construcción, es decir, de arena, de piedra partida, de balasto, de tosca, etcétera. 
Muchas de estas producciones corren al ritmo de las obras civiles de mediano o gran tamaño próximas a esas 
fuentes. Dichas obras pueden tener un andamiento lineal en el tiempo o no, porque pueden estar cerca de un 
mercado que consume más o menos lo mismo todo el año o de un mercado que en determinado momento 
consume una parte importante y luego no. Esto también requiere una serie de inversiones, y muchas veces se 
da un desacompasamiento de la inversión y de la expectativa del mercado. 


El Código de Minería prevé que cualquier minero pierde la titularidad de su yacimiento si durante dos 
semestres consecutivos no hace declaración, pero también que puede solicitar inactividad hasta tres veces, 
por períodos de tres años. Es decir, cuando un minero enfrenta un período en el cual ve que no habrá 
consumo, puede mantener el título y solicitar inactividad por cierta razón, que será analizada por la Dirección 
Nacional de Minería y Geología. Cuando solicita inactividad, se hace una cubicación del yacimiento, que se 
compara con lo que se ha declarado y el trámite sigue un largo proceso, que a veces lleva hasta más de un 
año, en el que se busca alguna inconsistencia entre lo declarado y lo pago, lo que trae aparejado la imposición 
de alguna multa o el pago de un complemento sobre algo que el minero extrajo y comerció uno o dos años 
antes y que hoy no tiene los medios para pagar y adecuarse. 


Por lo tanto, una de las razones por las que abarca períodos importantes es porque se trata de extracciones 
minerales de toda naturaleza, la mayoría de materiales de construcción, donde se presenta el problema, y no 
en la minería metálica ni en la de ágatas y amatistas. Es decir, es un problema típico de la industria de la 
construcción y del tipo de demanda y de oferta que tiene esta actividad. 


Por lo tanto, la distribución superficial en el territorio está absolutamente extendida en todos los 
departamentos del país, donde ocurre lo mismo. 


Además, existen otras deudas por haberse extraído fuera de los límites, lo cual requiere comprobarse y una 
serie de operaciones que, a veces, tardan meses, porque los tiempos permiten que el minero tenga respuesta, 
diga por qué ocurrió, o no, etcétera. Entonces, cuando se determina la multa, pasaron algunos años del hecho 
que fue constatado y los tiempos para que cada uno hiciera las consideraciones que correspondan. Esto atiene 
básicamente al canon de producción, y como no nos parece razonable dar cifras estimativas, con mucho gusto 
podremos enviar a la Comisión el monto exacto de deudas que se mantienen con la Dinamige, número de 
deudores, distribución de deudas y edad. 


Recuerdo que siete años es un número bastante significativo, porque si se aplica el conjunto de recargos que 
tiene una deuda, pasados los siete años los recargos superan el 50% de la deuda, es decir, la deuda se vuelve 
prácticamente imposible de pagar. Entonces, más atrás esas deudas no se pagaron. 


También recuerdo que en una rendición de cuentas de hace cuatro o cinco años se incluyó un artículo similar, 
que abarcó un año, que permitió a Dinamige el cobro bastante racional de un conjunto de deudas, que hasta el 
momento eran consideradas incobrables. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Con respecto a las dudas del artículo 103 
planteadas por el señor diputado Gandini, pido que haga uso de la palabra el director Nacional de 
Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación Audiovisual, ingeniero Rodrigo Díaz. 


SEÑOR DÍAZ (Rodrigo).- Es importante aclarar que no se establece una tasa, sino que simplemente se 
brinda seguridad jurídica para cobrar la tasa, que ya estaba estipulada en la ley. La duda surge porque la ley 
vinculaba el concepto a quien contrataba el servicio, y en este caso establecemos que quien paga el envío, 
paga la tasa. El concepto es sencillo. 


SEÑORA MINISTRA DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Con respecto a las dudas planteadas en 
torno al artículo 104, pido que se conceda la palabra a la directora General de Secretaría. 


SEÑORA CARDONA (Fernanda).- Se trata de dos funcionarios, y el artículo no implica costo presupuestal 
para el ministerio, ya que está incorporado en el presupuesto que ya tiene. Simplemente se trata de aplicar en 


el caso de estos funcionarios lo que correspondería, que rondaría un costo de novecientos quince mil anuales. 


En cuanto al inmueble, cuya enajenación se habilitó en la rendición de cuentas pasada, en breve se pondrá a 
la venta. 


En relación con el proyecto de "Industria del Futuro" estamos en la etapa de presentación del estatuto ante el 
Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tenemos más tiempo. Si fuera necesario contar con algún otro material, se lo 
haremos saber al ministerio. 


Solicitamos especialmente que el ministerio nos envíe por escrito las modificaciones que planteó en sala. 
Agradecemos la presencia del Ministerio de Industria, Energía y Minería. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16) 
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